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“Es preciso que cada uno obedezca, sin dudarlo, las órdenes de su 

superior, porque debe tener siempre fe al pensar que el que manda 

ostenta las condiciones necesarias para hacerlo y que, cuando más 

arriba se está en la escala de la milicia, más amplio es el panorama 

que se contempla y más fundado el conocimiento de los hechos o de 

las circunstancias que motivan la orden.  

 

Igual que en la guerra el ejecutante, que actúa en escalones inferiores 

y que no ve más que una parte de la batalla, de las operaciones o de 

la situación, no comprende quizá una orden y la juzga con severidad, 

también en la paz una visión parcial y limitada puede inducir a una 

crítica injusta y errónea sobre una actitud, una decisión o una manera 

de proceder.  

 

En uno u otro caso el inferior debe obedecer, puesto que no tiene los 

elementos de juicio que posee el jefe supremo. Y si éste se equivoca, 

tengamos presente que los peligros de la indisciplina son mayores que 

los del error. Un error se puede corregir. Un militar, un ejército que 

ha perdido la disciplina no puede salvarse. Ya no es un militar, ya 

no es un ejército.  

 

El espectáculo de una indisciplina, de una actitud irrespetuosa 

originada por exaltaciones momentáneas, en que los nervios se 

desatan, con olvido de la serenidad necesaria en todo militar, es 

francamente bochornoso.  

 

Por eso la disciplina, coordinada con la fe, ha de ser ciega y 

consciente a la vez, y debe obedecerse con el convencimiento de que 

precisamente en esa obediencia, aunque encierre sacrificios y suscite 

dudas, está la esencia de la milicia y la eficacia de las Fuerzas 

Armadas.”. 

 

Apartes de palabras de Su Majestad el Rey con motivo de la 

Pascua Militar. 

Palacio Real de Madrid, 6 de enero de 1979. 
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INTRODUCCIÓN 

 

 

PROBLEMA A INVESTIGAR. 

 

¿Cuál es el campo de acción disciplinaria para el Soldado Colombiano, que presta 

su servicio militar obligatorio, en cuanto al Régimen Disciplinario para las FFMM? 

 

Desde la implementación de los regímenes de responsabilidad disciplinaria y 

particularmente el concerniente a los miembros de las Fuerzas Militares de 

Colombia, no se ha tenido claridad sobre la inclusión como destinatarios de las 

normas allí consignadas a los soldados que prestan su servicio militar obligatorio. 

 

Téngase en cuenta que gran parte del Ejercito Nacional, como institución parte de 

las Fuerzas Militares de Colombia, se encuentra conformado por Soldados en las 

modalidades de Bachiller, Regular y Campesinos, que están en calidad de  

prestación del servicio militar obligatorio; conforme a ello se generan conductas 

graves y gravísimas que atentan contra la disciplina.  El Régimen disciplinario para 

las Fuerzas Militares, si bien para unos los considera como destinatarios, los 

procesos disciplinarios no se adelantan, por considerarse la imposibilidad de 

aplicar la ejecución de la sanción, esta situación fomenta la indisciplina tanto en el 

área de operaciones, como en las guarniciones Militares y el entorno con la 

población civil. 

 

En éste sentido es menester determinar mediante un estudio jurídico, cual es el 

campo de acción disciplinaria para el soldado colombiano que presta su servicio 
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militar obligatorio, ya que hoy en día ni conforme a las atribuciones disciplinarias 

con las que cuentan los comandantes militares otorgadas por la ley 836 de 2003, 

ni en atención a las normas establecidas por la ley 734 de 2002, éstas personas 

son consideradas para dirigir acciones disciplinarias, quedando en el limbo su 

comportamiento y por el contrario incrementando la indisciplina dentro de la 

institución castrense. 

 

Es de anotar que a lo largo de estos años desde la vigencia de la ley 836 de 2003 

“Régimen Disciplinario para las Fuerzas Militares” no ha habido ningún 

pronunciamiento a fondo ni por la Procuraduría General de la Nación, ni la Corte 

Constitucional, ni ningún otro estamento, que estudie y analice las razones del 

porqué no considerar como sujetos disciplinables a los soldados que prestan el 

servicio militar, mas aun cuando dentro de la ley 1015 de 2006 se consideran a los 

auxiliares de policía, quienes están en prestación de su servicio militar, como 

sujetos disciplinables y destinatarios del régimen disciplinario para la Policía 

Nacional. La única aproximación a éste estudio jurídico es lo referido mediante la 

sentencia C-308 de 20091 donde se demanda el artículo 44 de la Constitución 

Política en virtud de la presunta vulneración del derecho constitucional a la 

igualdad debido que diferente a los soldados en prestación de su servicio militar, a 

los auxiliares de policía le son aplicables sanciones por incurrir en faltas 

disciplinarias graves y gravísimas; y no solamente para las leves, situación 

doctrinal que se ha venido manejando para los soldados que se encuentran en 

prestación de su servicio militar obligatorio. Era ésta la oportunidad perfecta para 

que la Corte Constitucional hubiese hecho un pronunciamiento de fondo sobre el 

tema y no se siguiese vacilando respecto de si el soldado colombiano en 

prestación de su servicio militar obligatorio era o no destinatario de la ley 

disciplinaria y porqué razones, o simplemente porqué se excluye la aplicación de 

faltas disciplinarias graves y gravísimas para estos mismos. 

 

                                                           
1
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-308 del 29 de abril de 2009. MP. GABRIEL EDUARDO MENDOZA 

MARTELO. 
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Es éste el objeto del estudio jurídico planteado, donde se desconocen las 

motivaciones que han llevado a que en la práctica encontremos un vacío jurídico y 

por ende un problema disciplinario dentro de las instituciones castrenses que ven 

menguada su disciplina al no poder hacer efectivas las acciones disciplinarias 

contra un considerable grupo de sus miembros. 
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1. EVOLUCION HISTÓRICA DEL SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO EN 

COLOMBIA Y CONTRASTE MUNDIAL. 

 

 

Internacionalmente se ha determinado la conscripción como el reclutamiento 

obligatorio de individuos para que presten el servicio militar obligatorio, teniendo 

como antecedente histórico los finales del siglo XVIII donde Francia utiliza la 

conscripción para hacer obligatorio un servicio militar. De la misma manera se 

menciona históricamente que en las dos guerras mundiales fue utilizada ésta 

figura para “erigir sus ejércitos”2. 

 

La existencia de la Fuerzas Armadas es legitimada por la defensa del territorio 

nacional y en ese sentido se ha estimado la figura de la conscripción para que se 

cumpla con dichas funciones. Sin embargo, ésta figura ha entrado en declive de la 

mano del cambio de concepto de los ejércitos de masas3 sobre todo en Europa 

debido a diferentes factores. Por el contrario a lo que está sucediendo en Europa y 

América Latina, en Colombia a pesar de haber iniciativas de ley sobre el desmonte 

gradual y/o definitivo del servicio militar obligatorio, éste mecanismo de defensa 

nacional se ha fortalecido, y consecuente con el desarrollo del conflicto armado se 

tienen muchos más argumentos para que se presente o no el desmonte del 

servicio militar obligatorio. Sin embargo, pese a las necesidades de factor humano 

                                                           
2
 DOCUMENTO “EL SERVICIO MILITAR EN COLOMBIA: Inequidad, Corrupción y Propuesta para su Reforma”. 

FUNDACION SEGURIDAD & DEMOCRACIA. Bogotá, Junio 22 de 2004. 

3
 EL FIN DE LA CONSCRIPCION EN EUROPA: UN ESCENARIO DE OPCIONES SINGULARES. Rafael Ajanjiz. 

Universidad del País Vasco. “(…) declive de los ejércitos de masas: a) la nuclearización y tecnologización de la 

defensa; b) la intervención militar en terceros países; c) el cambio de valores y prioridades de las sociedades 

postmodernas, y d) la crisis de legitimidad social del servicio militar obligatorio. (…)”. 
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dentro de las fuerzas armadas de cada país han sido los movimientos sociales 

frente a una coyuntura y la resistencia civil (objeción de conciencia) los que han 

desencadenado el desmonte del reclutamiento forzado conforme parámetros 

legales; ésta situación es polemizada con debates sobre gasto militar, situación de 

riesgo para los conscriptos, profesionalización de la fuerza, entre otros factores 

que en cierto modo han llevado a que las iniciativas para el desmonte hayan 

tenido eco. Ahora bien, en la medida que ninguna de éstas situaciones para llegar 

a la abolición de la conscripción han arrojado resultados, vemos que nuestras 

Fuerzas Militares aun conservan gran cantidad de soldados que se encuentran en 

prestación del servicio militar y que no pueden quedar por fuera de los regímenes 

sancionatorios que tiene previsto el sistema jurídico. Mientras tanto se dará una 

mirada a la evolución del sistema de conscripción en Colombia a fin de 

contextualizar la figura. 

 

De la mano a la implementación del régimen constitucional en Colombia, fue 

desarrollándose la historia del Ejercito Nacional y por supuesto el servicio militar 

obligatorio. Si bien los antecedentes del Ejército Nacional de Colombia datan de 

las décadas de 1770 y 1780 con el Ejército Comunero surgido en las actuales 

tierras de Norte de Santander, éste no tuvo proyección histórica dado que luego 

de las capitulaciones de Zipaquirá de 1781 los comandantes fueron traicionados y 

fusilados. Cabe resaltar que ésta inicial constitución de un Ejército tuvo como base 

una idea revolucionaria y sus miembros voluntarios, situación que no deja hablar 

de la figura de la conscripción. Solo hasta la independencia de Colombia en 1810 

mediante la Junta Suprema es que se anuncia la creación del “Batallón de 

Voluntarios de Guardias Nacionales” con componente de caballería y artillería y al 

mando del Teniente Coronel ANTONIO BARAYA4. 

 

Sin embargo debido a las constantes confrontaciones que se presentaran entre 

1810 a 1819, se le dio la oportunidad a la corona española a través del Virreinato 

                                                           
4
 PAGINA WEB WIKIPEDIA, La Enciclopedia Libre. EJERCITO NACIONAL DE COLOMBIA. 
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de la Nueva Granada que coexistió hasta el 10 de agosto de 1819, de organizar su 

estrategia para confrontar a las fuerzas rebeldes, situación dada para que no se 

presentara una conformación regular de una fuerzas denominadas Ejercito 

Nacional. Las fuerzas rebeldes que utilizara el libertador Simón Bolívar fueron 

soportadas con voluntarios. Para 1820 luego de la conformación de la Nueva 

Granada, el ejército de la misma estaba conformada por alrededor de 25.000 a 

30.000 hombres, de los cuales cerca del 50% eran regulares y el resto milicias, 

pero aun así no se había establecido un régimen de servicio militar obligatorio, 

todos a pesar de tener denominación de regulares no quería decir ello que 

estuvieran sujetos a un régimen de servicio militar implementado por normas. De 

éstas fuerzas se destaca el Batallón Voltígeros, los Bravos de Apure y el Batallón 

Albión. 

 

Cabe mencionar que en la historia del constitucionalismo colombiano entre 1809 a 

1830 no hubo una constitución de carácter nacional que mencionara de forma 

alguna la situación del Ejército Colombiano. A pesar que durante éste periodo 

surgieron 8 constituciones locales, ninguna de ellas hizo alusión alguna a las 

fuerzas armadas y el servicio militar. Conforme estos antecedentes en éste 

término de tiempo la única cota que se hace relacionada con las fuerzas armadas 

es que “todo ciudadano por el pacto de asociación tiene que defender y cuidar el 

cuerpo político”, plasmado dentro de la Constitución Provincial de la Provincia de 

Antioquia del 10 de junio de 1815. 

 

En 1821 se erige la primera constitución de Colombia denominada la Constitución 

de Cúcuta para la Gran Colombia5, pero en ninguno de sus 191 artículos se hizo 

mención al Ejército de Colombia ni por supuesto al servicio militar de los 

ciudadanos colombianos. Entre los derechos que reconoce ésta importante carta 

constitucional se encuentra la posibilidad de votar para los hombres mayores de 

21 años que supieran leer y escribir y que poseyeran cien piastras (moneda de 

                                                           
5
 PAGINA WEB WIKIPEDIA, La Enciclopedia Libre. HISTORIA DEL CONSTITUCIONALISMO COLOMBIANO. 
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plata), sin embargo se otorgó este derecho también a los militares como un 

reconocimiento frente al esfuerzo realizado en las campañas libertadoras, 

situación que se fue reduciendo años mas tarde. Dan cuenta de la existencia de 

un ejército para la Nueva Granada el código militar6 redactado por el General 

Francisco de Paula Santander, el cual tenía influencia norteamericana y que 

buscaba abolir el código militar español de 1768 dispuesto para la milicia 

granadina; éste código fue encontrado en 1992 en los anaqueles del Congreso de 

la República según lo informado en un artículo de prensa7. 

 

Más tarde durante el transcurrir de la república de Colombia donde el modelo de 

estado pasa de República de la Nueva Granada a Confederación Granadina, 

luego a Estados Unidos de Colombia, se mantuvo una serie de medidas que 

permitieron que la guerra independentista saliera a flote. Es así como en la 

Constitución de 1863 se permite que los ciudadanos tengan plena libertad para 

poseer armas y municiones y de comerciar con ellas, situación que reflejaba el 

miedo de la reorganización  de alguna insurrección frente a la independencia y 

que permitía además que las llamadas milicias que componían el Ejército 

Libertador de 1810 permearan en el tiempo, situación que no daba lugar a que el 

servicio militar en Colombia tuviera cabida; es explicable en la medida que si había 

libertad para el ejercicio de las milicias no habría necesidad de obligatoriedad para 

los ciudadanos y el servicio militar. Ahora bien, ésta situación también estaba dada 

por cuanto la mayoría de las ideas constitucionales que se dieron hasta 1886 

fueron de carácter regional, provincial, federal, situación que no daba lugar a 

hablar de un Ejército para toda la república, por cuanto ésta no estaba pensada 

como unitaria y que además generaba que se presentaran guerras civiles. 

 

En 1886 se erige lo que se denominó como República de Colombia a través de la 

implementación de la Constitución de 1886 a través de asamblea  constituyente, 

                                                           
6
 TORRES DEL RIO CESAR Y SAÚL RODRÍGUEZ HERNÁNDEZ, De Milicias Reales a Militares Contrainsurgentes. 

Editorial Pontificia Universidad Javeriana. 2008. 

7
 JORGE GONZÁLEZ, Diario El Tiempo. 8 de mayo de 1992. Sección Nación.  
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donde se dan las reformas fundamentales para los órganos militares. En éste 

mismo sentido para la historia del Ejército de Colombia podemos mencionar que 

en éste mismo año se crea la Escuela Militar y por ende el gobierno colombiano 

contrata con Francia una misión militar para organizar su Ejército de donde a 

grandes rasgos surge la tecnificación militar en oficiales y mandos, y la 

organización en divisiones, regimientos y batallones. Puede ser ésta la explicación 

para la implementación del servicio militar en Colombia, dado que como bien 

recuerdan a principios de éste escrito fue que se mencionó el antecedente de 

Francia y el ejército de Napoleón sobre la conscripción. La situación militar dentro 

de la constitución de 1886 estuvo pensada en el modelo francés. 

 

Dentro de la carta política de 1886, dado que se pensó en una organización 

política en forma de república unitaria, se pudo hablar de un Ejército Nacional para 

la república y por ende en su organización, estructura, mandos, deberes, derechos 

y demás disposiciones, lo que no se había permitido en los anteriores 

antecedentes constitucionales. La carta menciona a Título XVI “De la fuerza 

pública”, que la Nación colombiana contaría con un ejército permanente para su 

defensa, pero ésta fuerza armada mencionaba que no era deliberante y donde 

además se hablaba de una jurisdicción especial para los delitos cometidos por 

militares. Sin embargo, para el tema que nos ocupa se menciona en su artículo 

165 que “Todos los colombianos están obligados a tomar las armas cuando las 

necesidades públicas lo exijan, para defender la independencia nacional y las 

instituciones patrias. La ley determinará las condiciones que en todo tiempo 

eximen del servicio militar.”8, situación que da pie para la implementación en 

Colombia de manera formal del servicio militar obligatorio. 

 

Pasado el año 1899 se presenta en la historia colombiana la guerra civil 

denominada “La Guerra de los Mil Días”, que truncó el proceso de tecnificación del 

Ejército de Colombia que se había empezado con la misión francesa; sin embargo, 

                                                           
8
 CONSTITUCION POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA DE 1886. 
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terminada la misma lo que se dispuso fue la reducción del Ejército y la 

contratación de una nueva misión pero con Chile, que dio al traste con la 

fundación de la Escuela Militar de Cadetes en 1907. Ésta misión militar chilena se 

presentó hasta 1914, pero el Estado Colombiano no se quedó ahí en cuanto a la 

transformación de su Ejército, sino que para 1926 llega una misión militar Suiza la 

cual tiene incidencia también en la historia del Ejército Nacional. 

 

El requerimiento mayor de conscriptos para las Fuerzas Armadas se presenta a 

partir de la década del 40 cuando coyunturalmente la situación mundial militar se 

acrecienta. Vemos que se presenta la segunda guerra mundial y en Colombia 

también se desencadena el conflicto partidista que el Estado tenía la obligación de 

cubrir, y del cual se convirtió en protagonista posteriormente. A medida que el 

conflicto en Colombia ha evolucionado, mayores han sido los requerimientos de 

personal militar. Es por ello que para 1945 entra en vigencia la primera disposición 

legal de servicio militar que establecía los requisitos, circunstancias, sanciones y 

demás relacionado con el servicio militar obligatorio, considerada únicamente para 

el Ejército Nacional. En 1977 se amplía la posibilidad de prestar el servicio militar 

obligatorio en la Policía Nacional como auxiliar de Policía9, situación legal 

modificada por el artículo 29 de la ley 4 de 1991 pero mantenida en la posibilidad 

de prestar servicio militar como auxiliar de policía10. 

 

En 1991 con la expedición de la Constitución Política de Colombia se recoge la 

norma que establecía la Constitución de 1886 en su artículo 165 y es así como 

queda consignado en el artículo 216 que “(…) CAPITULO 7 De la fuerza pública 

(…) Todos los colombianos están obligados a tomar las armas cuando las 

necesidades públicas lo exijan para defender la independencia nacional y las 

instituciones públicas. La ley determinará las condiciones que en todo tiempo 

                                                           
9
 LEY 2 DEL 21 DE ENERO DE 1977. Por la cual se establecen normas sobre el servicio militar obligatorio. 

10
 Mantenida para la modalidad de bachilleres por la LEY 4 DE 1991 con su reglamentación mediante 

Decreto 2853 del 20 de diciembre de 1991 y manejado a través de la Dirección de Reclutamiento y Control 

Reservas del Ejército Nacional. 
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eximen del servicio militar y las prerrogativas por la prestación del mismo. (…)”. 

Basado en éste precepto constitucional determinada como una obligación y 

conminado el Estado a determinar las condiciones y prerrogativas que la misma 

norma constitucional menciona, el Congreso de la República expide la ley 4811 

“Por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización”. Ésta ley 

determina la obligación de todo colombiano de definir su situación militar  hasta la 

edad de los 50 años, edad en la cual ya no se hace exigible la definición de la 

situación militar (artículo 111 del Decreto 2150 de 1995 modificatorio del artículo 

36 de la ley 48 de 1993). De la misma manera la ley de reclutamiento y 

movilización estima que la incorporación de personas para la definición de su 

situación militar se tiene que es hasta los 28 años; lo que significa que la 

movilización de personas en caso de llamamiento se puede hacer hasta los 50 

años. 

 

Igualmente la ley 48 de 1993 determinó que el servicio militar será obligatorio para 

varones con tiempo entre 18 y 24 meses según determinación del Gobierno y que 

para las mujeres en circunstancias normales será voluntario y con fines 

específicos. Ahora bien, también se dispuso además del servicio a cualquier 

estamento de las Fuerzas Militares (Decreto 2048 de 1993 – Artículo 8)12, es 

viable la prestación del servicio militar como auxiliar de policía y en éste sentido 

derogaba lo consignado en la ley 2 de 1977. Además de lo anterior la ley 

establece una serie de derechos, prerrogativas y estímulos al momento, durante y 

                                                           
11

 LEY 48 DEL 3 DE MARZO DE 1993. “(…) Artículo 3 SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO. Todos los colombianos 

están obligados a tomar las armas cuando las necesidades públicas lo exijan, para defender la independencia 

nacional y las instituciones públicas, con las prerrogativas y las exenciones que establece la presente Ley. 

(…)“. 

12
 DECRETO 2048 DEL 11 DE OCTUBRE DE 1993, “(…) CAPITULO II MODALIDADES DEL SERVICIO MILITAR 

OBLIGATORIO. Artículo 8 El servicio militar obligatorio podrá prestarse en el Ejército, la Armada, la Fuerza 

Aérea y la Policía Nacional, en las siguientes formas y modalidades. a) Como soldado regular, de 18 a 24 

meses; b) Como soldado bachiller, durante 12 meses; c) Como auxiliar de policía bachiller, durante 12 

meses; d) Como soldado campesino, de 12 hasta 18 meses, la calidad de campesino la determinará el 

Comandante de la Unidad Táctica correspondiente. (…)”. 
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después de la prestación de su servicio militar obligatorio; por ser un servicio de 

carácter obligatorio también estima sanciones. 

 

El servicio militar para bachilleres fue ampliado para cumplirse a través del 

Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, dispuesto por la ley 65 del 19 de 

agosto de 1993 cuando en su artículo 50 dispuso “(…) SERVICIO MILITAR DE 

BACHILLERES EN PRISIONES. Los bachilleres podrán cumplir su servicio militar 

obligatorio en el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, distribuidos en los 

diferentes centros de reclusión, previo convenio entre los Ministerios de Defensa 

Nacional y de Justicia y del Derecho, después de haber realizado el respectivo 

curso de preparación en la Escuela Penitenciaria Nacional. (…)”, posibilidad que 

sigue vigente. 

 

Posteriormente hubo una modificación trascendente para la prestación del servicio 

militar referido en el artículo 13 de la ley 418 de 199713 donde se prohibió la 

                                                           
13

 Véase LEY 418 DEL 26 DE DICIEMBRE DE 1997  Por la cual se consagran unos instrumentos para la 

búsqueda de la convivencia, la eficacia de la justicia y se dictan otras disposiciones. “(…) ARTICULO 13. 

<Artículo modificado por el artículo 2 de la Ley 548 de 1999. El nuevo texto es el siguiente:> Los menores de 

18 años de edad no serán incorporados a filas para la prestación del servicio militar. A los estudiantes de 

undécimo grado, menores de edad que, conforme a la Ley 48 de 1993, resultaren elegidos para prestar 

dicho servicio, se les aplazará su incorporación a las filas hasta el cumplimiento de la referida edad. <Inciso 

aclarado por el artículo 1o. de la Ley 642 de 2001> Si al acceder a la mayoría de edad el joven que hubiere 

aplazado su servicio militar estuviere matriculado o admitido en un programa de pregrado en institución de 

educación superior, tendrá la opción de cumplir inmediatamente su deber o de aplazarlo para el momento 

de la terminación de sus estudios. Si optare por el cumplimiento inmediato, la institución educativa le 

conservará el respectivo cupo en las mismas condiciones; si optare por el aplazamiento, el título 

correspondiente sólo podrá ser otorgado una vez haya cumplido el servicio militar que la ley ordena. La 

interrupción de los estudios superiores hará exigible la obligación de incorporarse al servicio militar. La 

autoridad civil o militar que desconozca la presente disposición incurrirá en causal de mala conducta 

sancionable con la destitución. PARAGRAFO. El joven convocado a filas que haya aplazado su servicio militar 

hasta la terminación de sus estudios profesionales, cumplirá su deber constitucional como profesional 

universitario o profesional tecnólogo al servicio de las fuerzas armadas en actividades de servicio social a la 

comunidad, en obras civiles y tareas de índole científica o técnica en la respectiva dependencia a la que sea 

adscrito necesite. En tal caso, el servicio militar tendrá una duración de seis meses y será homologable al 

año rural, periodo de práctica, semestre industrial, año de judicatura, servicio social obligatorio o exigencias 

académicas similares que la respectiva carrera establezca como requisito de grado. Para los egresados en la 

carrera de derecho, dicho servicio militar podrá sustituir la tesis o monografía de grado y, en todo caso, 

reemplazará el servicio social obligatorio a que se refiere el artículo 149 de la Ley 446 de 1998. (…)”. 
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incorporación a filas de los menores de 18 años, situación que en ningún momento 

desencadenó en la abolición de la conscripción obligatoria y que pone a tono al 

Estado colombiano frente a las normas del Derecho Internacional. 

 

En América Latina el primer caso donde se presenta el servicio militar obligatorio 

es Chile alrededor del año 1900 que además de organización militar, uniformes y 

demás adopta también el modelo de conscripción europeo derivado de Prusia. A 

pesar de establecerse en sus orígenes el servicio militar como modelo de 

conscripción universal, es decir que todos los ciudadanos no importando clases 

sociales ni ningún otro distingo, debían hacer parte de las fuerzas armadas, ello no 

se presentó de ésta manera porque siempre se manifestó como deber de los 

miembros de las clases menos favorecidas o sectores marginales; todo ello 

también debido a la exenciones creadas. 

 

Ahora bien, de los países latinoamericanos la mayoría tienen el sistema de 

conscripción para proveer personal para sus fuerzas militares, con excepción de 

Nicaragua (1990), Honduras (1994), Argentina (1994) y Uruguay, quienes ya 

tienen sus fuerzas con personal voluntario. Para el caso de Argentina, el servicio 

militar fue instituido en 1901 y debido al “Caso Carrasco” donde dos soldados 

instigados por un oficial asesinan a un conscripto, el presidente Carlos Menem 

suspende la ley de servicio militar en agosto de 1994; sin embargo ésta no ésta 

derogada y sigue vigente y podrá dársele aplicación en tiempos de guerra. En el 

caso Venezolano la Constitución Nacional Bolivariana en su artículo 13414 dispone 

que no habrá reclutamiento forzoso lo cual conlleva a decir que no hay servicio 

militar obligatorio, sin embargo el servicio militar se concibe como un deber por 

norma constitucional. En el año 2009 entró en vigencia la “Ley de Conscripción y 
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 CONSTITUCION BOLIVARIANA DE VENEZUELA 1999, Artículo 134 “(…) CAPITULO X DE LOS DEBERES (…) 

Artículo 134. Toda persona, de conformidad con la ley, tiene el deber de prestar los servicios civil o militar 

necesarios para la defensa, preservación y desarrollo del país, o para hacer frente a situaciones de 

calamidad pública. Nadie puede ser sometido a reclutamiento forzoso. Toda persona tiene el deber de 

prestar servicios en las funciones electorales que se les asignen de conformidad con la ley. (…)”. 
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Alistamiento Militar”, donde se estima la edad para los cuales los venezolanos 

tienen obligaciones militares está entre las edades de 18 a 60 años, pese a ello se 

dispone que el deber de prestar el servicio militar se encuentra entre los 18 a 30 

años con duración de 1 año, lo que significa que la movilización en caso de guerra 

es la que puede ser estimada entre los 18 y 60 años, situación que hoy en día ha 

creado polémica y estar en entredicho por las palabras del primer mandatario de 

los venezolanos con la estructuración de las milicias bolivarianas y la preparación 

militar que cada uno de sus miembros recibe. Lo que se debe de estudiar a fondo 

es como se concibe un servicio militar no obligatorio pero circunscrito como deber. 

 

El caso de Chile es particular en el sentido que si bien existe obligatoriedad para la 

prestación del servicio militar, el tema ha pasado a un segundo plano dado que 

por el contrario faltan cupos para las personas ya que son muchas las que quieren 

inscribirse y aunado a esto existen diferentes modalidades para la prestación. Es 

por ello que podemos decir que Chile se encuentra en tránsito de extinción del 

servicio militar obligatorio, a pesar que hoy en día la ley que dispone dicho deber 

está vigente. 

 

El caso de México es bien particular dado que el servicio militar obligatorio surge 

desde 1942 para jóvenes mayores de 18 años. En 1994 se instituyó como un 

servicio para realizar proyectos de servicio social hasta el 2005 donde se había 

descartado la posibilidad de dar dentro del entrenamiento cursos de combate y 

manejo de armas; sin embargo debido al incremento de las situaciones de orden 

público, en el 2006 se reactivó éste curso de combate y manejo de armas. Esto 

lleva a concluir que las coyunturas por las que ha pasado han determinado los 

cambios sustanciales para la prosperidad o no de la conscripción obligatoria. 
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2. EL SERVICIO PÚBLICO Y LA FUNCION PÚBLICA. 

 

 

Para el efecto del estudio monográfico es menester conocer los conceptos 

doctrinales y jurisprudenciales relacionados con el servicio público y la función 

pública, de lo contrario no sería posible determinar si la labor del soldado que se 

encuentra en prestación de su servicio militar obligatorio está enmarcado dentro 

de los postulados de servicio público y/o función pública. 

 

El servicio público deviene su origen y concepto desde la Francia y sus orígenes 

del derecho administrativo cuando se erige el tan famoso fallo Blanco de 1873. El 

servicio público ha sido contextualizado como “toda actividad de una colectividad 

pública que tenga por objeto satisfacer una necesidad de interés general”15 y el 

mismo autor al determinar ejemplos de servicio público establece la defensa 

nacional como uno de ellos, que viene como anillo al dedo para el tema de estudio 

monográfico. De otro lado se puede inferir la noción de servicio público en el 

sentido que además de los intereses particulares de un individuo en una 

comunidad existen otros que son comunes a los habitantes de un territorio, 

intereses que son manejados por las autoridades de ese territorio16, para 

conceptualizar la noción de servicio público.  

 

                                                           
15

 ANDRÉ DE LAUBADÉRE, Manual de Derecho Administrativo. Editorial Temis Librería. Bogotá – Colombia. 

1984. 

16
 JAIME VIDAL PERDOMO, Derecho Administrativo. Editorial Temis S.A. Bogotá – Colombia. Undécima 

Edición. 1997. “Se hablaba de los servicios del ejército para defender las fronteras patrias, (…)”. 
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La evolución de la teoría del servicio público ha determinado elementos esenciales 

derivados de su mismo concepto como tal. Desde su concepción clásica se 

estableció que el servicio público era una actividad dirigida a la satisfacción de una 

necesidad pero general, que son los mismos elementos relacionados con el 

concepto clásico de servicio público. En éste sentido estaba determinada la 

concepción del servicio público como ligada directamente al derecho público, 

concepto primario que estaba incluido dentro del Fallo Blanco pero que hoy en día 

ha evolucionado. 

 

Ahora bien, se incluyen otros elementos como de los que habla el tratadista 

DIEGO YOUNES MORENO cuando menciona la forma continua y obligatoria de 

su prestación, el carácter de esencial y la igualdad de condiciones para su 

prestación, que según el mismo autor son elementos extraídos de la 

jurisprudencia.17 Para cerrar la consulta doctrinal sobre nociones y conceptos de 

servicio público, debemos remitirnos a LIBARDO RODRIGUEZ R. quien explica 

cómo el concepto de servicio público siempre estuvo ligado al derecho público y 

en si al derecho administrativo en lo concerniente a la aplicación de la 

competencia de la jurisdicción administrativa, situación que no es diferente a lo 

citado anteriormente y sus orígenes en Francia con la evolución del derecho 

administrativo y su influencia en Colombia. Y más interesante aún es la 

diferenciación que hace del servicio público que da importancia al estudio que se 

está haciendo, cuando presenta la noción material o funcional y orgánica o formal 

del mismo18. El autor presenta la noción del servicio público en sentido material o 

funcional cuando se refiere a una actividad y en sentido orgánico o formal cuando 

se hace referencia al “conjunto de personas y medios que están encargados de 

desarrollar la función”.  

 

                                                           
17

 DIEGO YOUNES MORENO, Curso de Derecho Administrativo. Editorial Temis S.A. Bogotá – Colombia. 2007. 

Octava Edición. 

18
 LIBARDO RODRÍGUEZ R., Derecho Administrativo – General y Colombiano. Editorial Temis S.A. Bogotá – 

Colombia. Duodécima Edición. 2000. 
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Pero porqué han emergido éstos conceptos del servicio público?. En la medida 

que ha evolucionado la teoría misma donde los elementos tradicionales han sido 

transformados paralelamente a la evolución del concepto o modelo de Estado. 

Hoy en día ya no se habla propiamente de servicio público como actividad 

exclusiva del Estado, sino que ha sido trasladado su ejercicio en algunas 

ocasiones a los particulares sin trasladar el control de la actividad a los mismos y 

en éste sentido han variado también el régimen jurídico aplicable. Nótese que 

inicialmente con la aparición de la teoría del servicio público se determinaba la 

competencia para resolver los conflictos que se pudiesen presentar en el ejercicio, 

pero hoy en día ya hablamos de regímenes de derecho privado para resolver 

conflictos que se presenten en la actividad suscrita como servicio público. En éste 

sentido, y sin explayarnos tanto frente a los elementos constitutivos de servicio 

público se toma la idea general que presenta el mismo autor LIBARDO 

RODRIGUEZ R. cuando enuncia como elementos esenciales de la noción, el 

interés general que se mantiene desde la aparición de la teoría de servicio público 

y la participación de la administración, que ha sufrido transformaciones desde la 

concepción de actividad exclusiva y de responsabilidad directa de la 

administración al concepto de la participación directa o indirecta, es decir que la 

administración “participe de alguna manera en esa actividad”19. 

 

De ésta manera tanto la Constitución Política, como la ley y por supuesto la 

jurisprudencia han determinado qué servicios son considerados en si como 

servicios públicos, aclarando como lo dice la jurisprudencia que no toda actividad 

que involucre el interés público pueda ser considerada como servicio público. 20 Se 

comparten los criterios jurisprudenciales que se han determinado como elementos 
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 Ibídem. 

20
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-860 del 18 de octubre de 2006. MP. HUMBERTO ANTONIO SIERRA 

PORTO. 
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esenciales que distinguen los servicios públicos como son características de 

permanencia, continuidad, regularidad y generalidad.21 

 

En cambio la función pública es conocida como la administración del recurso 

humano al servicio del Estado22, vinculando personas para que desempeñen las 

funciones y obligaciones que tiene el mismo Estado para con sus coasociados. Es 

un sistema de principios, normas, de preceptos dirigido al recurso humano que 

cumple las actividades propias de las obligaciones que tiene el mismo Estado y a 

nombre del mismo para el cumplimiento de sus fines. Pero no todo funcionario 

público, en donde se soporta la función pública, es considerado como empleado. 

Conforme la distinción que hace LAUBADÉRE dice que como principio “son 

funcionarios públicos los empleados públicos que tienen un empleo permanente 

comprendido dentro de la jerarquía de un servicio público explotado por un 

organismo público”23, suponiendo además elementos tales como afectación a un 

servicio público, servicio público explotado por un organismo público y la 

ocupación permanente de un empleado también permanente. En éste sentido y en 

atención al tercer elemento relacionado con la ocupación permanente de un 

empleado permanente el autor mencionaba que se excluían de manera inmediata 

un número importante de personas que eran utilizadas por el Estado en las 

colectividades públicas y dentro de ello mencionaba entre otros a “los reclutados, 

individuos obligados a colaborar en un servicio público, sea en forma pasajera 

(jurados) o en forma prolongada (militares movilizados, civiles militarizados en 

tiempo de guerra) pero siempre por un tiempo limitado que excluye la idea de 

carrera”24. Como excepción al principio se tenía que también eran considerados 
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 Sentencias T-443 del 6 de julio de 1992 MP. JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO; y SU-157 del 10 de 

marzo de 1999 MP. ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO. 

22
 DIEGO YOUNES MORENO, Curso de Derecho Administrativo. Editorial Temis S.A. Bogotá – Colombia. 2007. 

Octava Edición. Página 149. 

23
 ANDRÉ DE LAUBADÉRE, Manual de Derecho Administrativo. Editorial Temis Librería. Bogotá – Colombia. 

1984. Página 244. 

24
 Ibídem. Página 245. 
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funcionarios públicos los empleados de las empresas industriales y comerciales 

que estaban regulados por el derecho privado. De ésta manera se tenía la 

concepción de un funcionario público ligado a un régimen de carrera. 

 

En éste sentido se desarrolló la función pública determinando las clases de 

funcionarios públicos y organizándose en servidores públicos de elección popular, 

empleados públicos (la modalidad estatutaria), los trabajadores oficiales (la 

modalidad contractual laboral), los supernumerarios, los contratistas de prestación 

de servicios y los empleados temporales que menciona el artículo 1 de la ley 909 

de 2004.25 

 

De otro lado otra, de las caracterizaciones que se hacían de la función pública es 

el régimen salarial26 como derecho. No un derecho que se constituía solo, sino 

como un intercambio de prestaciones “que constituye la realidad socioeconómica 

de la relación de empleo público” puesto en las palabras de LUIS ORTEGA 

ALVAREZ.27 

 

Cabe resaltar un punto específico que es mencionado por los tratadistas en 

derecho administrativo y relacionado con la función pública referente a la manera 

del cómo se hace la vinculación de las personas al servicio estatal. Para ello se 

                                                           
25

 LEY 909 DE 2004. Por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la  carrera  administrativa, 

gerencia pública y se dictan otras disposiciones. “Art. 1.- OBJETO DE LA LEY. La presente Ley tiene por  objeto 

la regulación del sistema de empleo público y el establecimiento de los principios básicos que deben regular 

el ejercicio de la gerencia pública. Quienes prestan servicios personales remunerados, con  vinculación legal y 

reglamentaria, en los organismos y entidades de la administración pública, conforman la función pública. En 

desarrollo de sus funciones y en el cumplimiento de sus diferentes cometidos, la función pública asegurará la 

atención y satisfacción de los intereses generales de la comunidad. De acuerdo con lo previsto en la 

Constitución Política y la ley, hacen parte de la función pública los siguientes empleos públicos: a) Empleos 

públicos de carrera; b) Empleos públicos de libre nombramiento y remoción; c) Empleos de período fijo; d) 

Empleos temporales.” 

26
 Véase LEY 4 DE 1992, DECRETOS LEY 1042 y 1045 DE 1978. 

27
 LUIS ORTEGA ALVAREZ, LUCIANO PAREJO ALFONSO y ANTONIO JIMENEZ.BLANCO, Manual de Derecho 

Administrativo. Editorial Ariel S.A. Barcelona – España. 1994. Tercera Edición. 
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menciona que puede ser por elección popular, por libre nombramiento seguido de 

la libre aceptación, por carrera administrativa y por reclutamiento forzoso28. Al 

respecto el reclutamiento forzoso no había sido considerado por ninguno de los 

tratadistas que hablaban de la función pública, pero OSCAR ANIBAL GIRALDO 

CASTAÑO lo menciona en su obra, y refiere que éste implica una restricción a la 

libertad individual pero que debe ser establecida por la ley. De la misma manera 

menciona que puede ser sin remuneración o con remuneración, situación que 

pareciera ser más abusiva cuando nos hablan de la no remuneración, más aun 

cuando él mismo se refiere como “una forma moderna de esclavitud”. Hecha la 

lectura de ésta obra nos lleva a pensar como una modalidad de reclutamiento de 

servidores estatales lo concerniente a quienes prestan el servicio militar 

obligatorio, dando por sentado que quienes prestan el servicio militar obligatorio en 

el momento en que se encuentran en dicha situación son “servidores estatales”, 

sin embargo la justificación que enuncia son las “razones de tipo histórico” que en 

nada comprometen una explicación suficiente. Más aun de mencionada dicha 

situación, son claros otros ejemplos para efectos de tener como relevante ésta 

postura de vinculación al servicio estatal y son los servicios sociales obligatorios 

que determina la ley para ciertas profesiones como la medicina y el denominado 

“año rural”, entre otros. 

 

Aterrizando aun más el concepto de función pública desde la jurisprudencia 

podemos citar lo definido en la sentencia C-563 de 199829 donde se establecieron 

dos conceptos relacionados con la función pública; uno en sentido amplio 
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 OSCAR ANIBAL GIRALDO CASTAÑO, Derecho Administrativo General. Editorial Ágora Impresores Ltda. 

Medellín – Colombia. 1997. Séptima Edición. 

29
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-563 del 7 de octubre de 1998. MP. ANTONIO BARRERA CARBONELL 

y CARLOS GAVIRIA DIAZ “En sentido amplio la noción de función pública atañe al conjunto de las actividades 

que realiza el Estado, a través de los órganos de las ramas del poder público, de los órganos autónomos e 

independientes, (art. 113)  y de las demás entidades o agencias públicas, en orden a alcanzar sus diferentes 

fines. En un sentido restringido se habla de función pública, referida al conjunto de principios y reglas que se 

aplican a quienes tienen vínculo laboral subordinado con los distintos organismos del Estado. Por lo mismo, 

empleado, funcionario o trabajador es el servidor público que está investido regularmente de una función, 

que desarrolla dentro del radio de competencia que le asigna la Constitución, la ley o el reglamento.” 
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relacionado con las actividades que realiza el mismo Estado para el cumplimiento 

de sus fines y otro en sentido restringido que tiene que ver con la aplicación de 

principios y reglas sobre las personas que cumplen dichas actividades para el 

Estado, estableciendo como requisito un vínculo de subordinación de la persona 

para con el Estado. 

 

Ahora bien, conforme al desarrollo jurisprudencial, la Corte ha señalado la 

posibilidad que los particulares puedan prestar un servicio público y que además 

algunos de ellos también puedan desempeñar funciones públicas (Inciso Tercero, 

Artículo 123 Constitución Política), tema que ha tenido un avance importante. 

Tanto la función como el servicio público se relaciona con los asuntos públicos, 

situación que también ha afianzado el principio de responsabilidad30, que supone 

un concepto amplio tanto de responsabilidad de las personas para con el Estado y 

del Estado para con los particulares; todo ello conforme el modelo de Estado 

Social de Derecho y sus fundamentos de solidaridad, prevalencia del interés 

general, entre otros. Éste principio de responsabilidad tiene su origen sobre las 

premisas derivadas de la misma Carta Política relacionadas sobre la teoría del 

derecho – deber que establece la posibilidad que los particulares además de la 

participación que puedan tener sobre el cumplimiento eficiente de las tareas 

públicas como participación directa, también puedan participar en la vigilancia de 

la gestión pública como actividad indirecta. 
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 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-037 del 28 de enero de 2003. MP. ALVARO TAFUR GALVIS. 
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3. LA ACTIVIDAD DE LOS MIEMBROS DE LAS FUERZAS MILITARES 

COMO SERVICIO PÚBLICO. 

 

 

Uno de los mandatos del Estado Social de Derecho, a diferencia del antiguo 

estado de derecho que configuraba la Constitución de 1886, es la materialización 

de los derechos y libertades de los asociados. Para que esto sea posible, que se 

pueda gozar de los derechos y libertades, es necesario que las autoridades del 

Estado cumplan con las finalidades establecidas en el artículo 2 de la Carta 

Política, como es la defensa de la integridad nacional, la preservación del orden 

público y la convivencia pacífica. Así lo ha establecido la Corte Constitucional, 

cuando menciona que el Estado tiene el deber de “mantener la convivencia 

pacífica e instaurar un sistema jurídico - político estable, para constituir la 

protección a la vida como una de las obligaciones del gobernante sin las cuales no 

es posible la continuidad de la comunidad”, puesto que el derecho “sólo puede 

asegurar al individuo una esfera de libertad y protección contra la violencia a 

condición de reprimir, incluso con la fuerza, aquellas actividades violentas de los 

demás individuos que vulneran esa órbita de libertad”31. Ello constituye la función 

primigenia de la Fuerza Pública de proteger la población, manifestada como lo 

dice la Constitución Política en su artículo 2 “(…) defender la independencia 

nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la 

vigencia de un orden justo. Las autoridades de la República están instituidas para 

proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, 
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 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-038 del 9 de febrero de 1995. MP. ALEJANDRO MARTÍNEZ 

CABALLERO. 
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creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los 

deberes sociales del Estado y de los particulares. (…)” 

 

Es claro, como se mostraba en el capítulo anterior, que los particulares puedan y 

deban tener participación en los asuntos públicos y que en éste sentido la 

Constitución y la ley les haya dado la posibilidad de ejercer servicios y funciones 

públicas en tal calidad como particulares o mediante la vinculación a la función 

propia. Pero en el caso de la seguridad y defensa nacional dicha participación no 

se limita a sostener como ciudadanos la misma seguridad sino que por el contrario 

es responsabilidad de mismo Estado la preservación del orden público y por ende 

de la seguridad de las personas. En la medida que las personas tengan 

participación en las actividades de seguridad y defensa nacional entran a ser 

representantes del Estado. Es por ello que la misma Constitución Política y forma 

de organización del Estado ha impuesto deberes a los ciudadanos soportados en 

el interés general y relacionados con la defensa y seguridad nacional (orden 

público) donde se limitan los derechos fundamentales basados en el interés 

general, el deber de colaboración y el bienestar colectivo como es la defensa y la 

seguridad nacional. Caso tal es lo contenido en el artículo 95 donde se plasma el 

deber de todos los ciudadanos de apoyar a las autoridades democráticas 

legítimamente constituidas para mantener la independencia y la integridad 

nacionales o simplemente la obligación impuesta para todos los nacionales de 

tomar las armas cuando las necesidades públicas lo exijan para defender la 

independencia nacional y las instituciones públicas como lo establece el artículo 

216 constitucional. Pese a lo anterior la Corte Constitucional es clara cuando 

manifiesta que “es la Fuerza Pública la garante de la convivencia ciudadana32, y 

no puede trasladarse a los propios ciudadanos esa función, sin desnaturalizar la 

estructura constitucional del Estado colombiano”33, por lo que deja sin 

posibilidades que los particulares cumplan las funciones destinadas para la Fuerza 
                                                           
32 Ver sentencia SU-1184 de 2001, Fundamento 17. 

33
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-251 del 11 de abril de 2002. MP. EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT 

y CLARA INES VARGAS HERNÁNDEZ. 
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Pública o que simplemente la Fuerza Pública pueda desprenderse de la función de 

garante del orden público para trasladarla a los particulares. Con lo anterior se 

deja sin piso que son particulares los soldados que prestan el servicio militar 

obligatorio, pero no se desdibuja el hecho de ser considerada la seguridad y la 

defensa nacional como un servicio público o la labor que cumplen los miembros de 

la Fuerza Pública como una función pública. 

 

En el entendido de los conceptos que se han desarrollado anteriormente podemos 

decir que la seguridad y defensa nacional son constitutivos de un servicio público, 

en la noción de LAUBADÉRE quien mencionó el servicio público como “toda 

actividad de una colectividad pública que tenga por objeto satisfacer una 

necesidad de interés general”34 y que ejemplarizó en su obra la defensa nacional 

como tal; mas aun se constituye la defensa y seguridad nacional como un servicio 

público al considerarse las mismas características que la jurisprudencia ha 

establecido para ello como son la permanencia, la continuidad, la regularidad y la 

generalidad. En éste sentido la defensa de la soberanía, la independencia, la 

integridad del territorio nacional y del orden constitucional como funciones 

constitucionales de interés general propias de las Fuerzas Militares son 

constitutivos de la seguridad y defensa nacional y en éste sentido dicha finalidad 

constituye la actividad propia de las Fuerzas Militares conformadas por el Ejército 

Nacional, la Armada Nacional y la Fuerza Aérea Colombiana. Ahora bien, la 

misma actividad derivada de la finalidad constitucional de las Fuerzas Militares 

constituye una actividad de carácter permanente, continua, regular y general, que 

se aplica en todo tiempo, en todo el territorio nacional, sin intervalos, en defensa 

de toda la nación sin distingo de ninguna clase, en fin encuadra perfectamente en 

las nociones de servicio público exclusivo del Estado, no delegable, pero con la 

participación de los particulares conforme los deberes constitucionales que la 

Carta ha fijado, pero sin que dicha participación conlleve tal calidad en el momento 

en que colabora con la prestación de dicho servicio. 

                                                           
34

 ANDRÉ DE LAUBADÉRE, Manual de Derecho Administrativo. Editorial Temis Librería. Bogotá – Colombia. 

1984. 
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En éste sentido persiste dentro del ordenamiento jurídico colombiano la obligación 

de todos los colombianos de tomar las armas, situación que conlleva una 

incorporación a la Fuerza Pública, más no una delegación de una actividad o 

función pública. Dicha incorporación denota como lo dice el Diccionario de la Real 

Academia de la Lengua “Agregarse a otras personas para formar un cuerpo”, 

situación que convierte a dicho particular con la obligación, en un miembro de la 

institución a la cual se incorpora. 

 

La seguridad y defensa nacional es un servicio público monopolizado, donde se 

incluye la coacción y el uso de las armas en pro del cumplimiento de las funciones 

que para las Fuerzas Militares se han establecido. Es por ello que las labores que 

la Fuerza Pública cumple son exclusivas y no podría haber delegación hacia los 

particulares como en el caso de otros servicios públicos que pueden ser prestados 

por los mismos. La seguridad nacional no es el mismo servicio público de 

seguridad y vigilancia que si puede estar delegado en los particulares como tal 

para su prestación, pero con restricciones legales claras y con la vigilancia y 

control del Estado. La seguridad y defensa nacional conlleva funciones exclusivas 

para la Fuerza Pública que en ningún momento pueden ser desarrolladas por 

particulares; dichas funciones son relacionadas por ejemplo en actividades de 

patrullaje, actividades de inteligencia, o el porte de armas. Tan es así que en el 

caso de las armas conforme las disposiciones legales dentro del ordenamiento 

jurídico del Estado las mismas son del monopolio del Estado siendo la propiedad 

de las mismas del Estado y que éste solo permite el porte o la tenencia a los 

particulares y no de cualquier tipo de armas; éste postulado ha sido desarrollado 

en sentencias de la Corte Constitucional con razones justificadoras35. 

 

                                                           
35

 Sentencia C-038 de 1995. Fundamento Jurídico No 11.  En el mismo sentido, ver sentencia C-296 de 1995. 

Fundamento Jurídico No X- 7. “admitir que un particular o un grupo de particulares posean y porten armas 

de guerra equivale a crear un nuevo cuerpo de fuerza pública, con lo cual se viola el principio de exclusividad 

de la fuerza pública consagrado por el artículo 216 de la Carta”. 
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Pero más que actividad de los miembros de las Fuerzas Militares o la Fuerza 

Pública para ampliarlo aun, como servicio público ya definido como tal, es la 

función pública donde se enmarca la actividad de los mismos miembros; es decir, 

ya está definido que la seguridad y defensa nacional propia de la Fuerza Pública 

es un servicio público, pero será que los miembros de la Fuerza Pública estarán 

cumpliendo una función pública?. Refiriéndonos directamente a los miembros de 

las Fuerzas Militares se puede decir que todos ellos en virtud que su actividad está 

dirigida a contribuir al logro oportuno y eficaz de la seguridad y defensa nacional 

como cometido a cargo del Estado, siempre estarán ejerciendo una función 

pública, siempre están ejerciendo una autoridad inherente del Estado pues 

siempre estarán actuando a nombre de él, siempre se estará bajo los regímenes 

de responsabilidad propios de acción, omisión y/o extralimitación determinados en 

la misma Constitución. Hasta éste punto no se ha agotado aun el concepto de 

servidor público. 

 

De ésta manera vemos cómo la misma Corte Constitucional ratifica tácitamente en 

una de sus providencias que la actividad de los miembros de las Fuerzas Militares 

como función pública está concebida para ser cumplida por servidores públicos; o 

mejor, que los miembros de las Fuerzas Militares, sin hacer distinción alguna, son 

determinados como servidores públicos. Al respecto menciona la jurisprudencia 

que “(…) está fuera de toda discusión que las Fuerzas Militares como brazo 

armado del Estado, tienen por su propia naturaleza funciones distintas a las de los 

servidores públicos civiles. (…)”36, argumento que reafirma el concepto 

desarrollado a través del presente como que los miembros de las Fuerzas 

Militares son servidores públicos, entre otras cosas por cuanto su función está 

concebida como un servicio público. 
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 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1024 del 26 de noviembre de 2002. MP. ALFREDO BELTRÁN SIERRA. 
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4. SUJETOS DISCIPLINABLES 

 

 

Con la expedición de la ley 200 de 1995 el legislador buscó la creación de un 

único régimen de responsabilidad disciplinaria, sin desconocer la existencia de 

regímenes especiales que no podrían estar cobijados por normas sustantivas 

establecidos en la ley 200 de 1995. Consignaba la misma en su artículo 20 como 

destinatarios de la ley disciplinaria a “(…) los miembros de las corporaciones 

públicas, empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades 

descentralizadas territorialmente y por servicios (…) los miembros de la fuerza 

pública, los particulares que ejerzan funciones públicas en forma permanente o 

transitoria, los funcionarios y trabajadores del Banco de la República, los 

integrantes de la Comisión de Lucha Ciudadana contra la Corrupción y las 

personas que administren los recursos de que trata el artículo 338 de la 

Constitución Nacional. (…)”, situación que cambió con la expedición de la ley 734 

de 2002 (Nuevo Código Único Disciplinario) y las demás disposiciones legales 

establecidas como regímenes especiales (Ley 836 de 2003 – Régimen 

Disciplinario para las Fuerzas Militares, Ley 1015 de 2006 – Régimen Disciplinario 

para la Policía Nacional). Ya en la ley 734 de 2002 se habla que son destinatarios 

de la ley disciplinaria los servidores públicos37, los particulares conforme condición 

establecida en la misma norma en el libro tercero y los indígenas “(…) que 

administren recursos del Estado (…)”. 

 

                                                           
37

 Véase LEY 734 DE 2002, Artículo 25. 
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Nótese que anterior a la expedición de la ley 200 de 1995, había un sinnúmero de 

normas que determinaban diferentes tipos de regímenes disciplinarios38 aplicables 

conforme la denominación de los empleados si eran del orden nacional (con 

mayor importancia en los empleados de la rama ejecutiva), empleados 

departamentales y empleados municipales. Dada la preexistencia de un intervalo 

de tiempo donde coexistían éstas normas disciplinarias con la Constitución de 

1991 sin haberse expedido el Código Único Disciplinario (Ley 200 de 1995), la 

postura de la Corte Constitucional era que el derecho disciplinario existía y era 

considerado como el conjunto de normas dirigido a los “servidores públicos” para 

exigirles un comportamiento conforme el ejercicio de sus funciones, 

constituyéndose éste conjunto de normas como un derecho y un deber del Estado 

en pro de la eficiente atención de los asuntos que a éste le competían39. No 

desliga el derecho disciplinario de la función pública por cuanto ésta ya estaba 

establecida dentro de la Constitución Política de 1991 pero tan solo habla de 

servidores públicos, noción que a nuestro juicio es errada como lo veremos mas 

adelante. 

 

Indudablemente el interés principal del derecho disciplinario para el Estado es el 

correcto ejercicio de la función pública, por ello mencionaba la Corte 

Constitucional que la potestad disciplinaria se manifestaba sobre “(…) aquellas 

personas naturales que prestan una función pública bajo la subordinación del 

Estado (…)”40 sin dejar de mencionar como tales a los servidores públicos como 

objeto principal de la ley 200 de 1995 cuya demanda sobre el artículo 20 fue 

desarrollada mediante la sentencia citada. Sin embargo, el elemento principal a 

rescatar de ésta jurisprudencia es la manifestación que se hace del elemento 

                                                           
38

 CARLOS MARIO ISAZA SERRANO, Teoría General del Derecho Disciplinario – Aspectos Históricos 

Sustanciales y Procesales. Editorial Temis S.A. Bogotá – Colombia. 2009. 

39
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-417 del 4 de octubre de 1993. MP. JOSÉ GREGORIO HERNÁNDEZ 

GALINDO. 

40
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-280 del 25 de junio de 1996. MP. ALEJANDRO MARTÍNEZ 

CABALLERO. 



 
32  

constitutivo para la potestad disciplinaria del Estado cual era la subordinación, 

situación que llevó a la Corte a argumentar que dada la presencia del elemento 

subordinación para la persona que presta una función pública “(…) no tiene 

relevancia para la determinación de la calidad de sujeto disciplinable, la forma de 

vinculación del servidor público a la organización estatal (…)”.41 

 

Revalidando el concepto de la función pública y el elemento subordinación que se 

mencionaba precedentemente para establecer los destinatarios de la ley 

disciplinaria, con otra demanda de constitucionalidad sobre el mismo artículo 20 

de la ley 200 de 1995 la Corte, refiriéndose a los particulares que son destinatarios 

de la ley disciplinaria del Estado menciona que no importa el estado o condición 

de quien actúa sino la función pública que ha sido encomendada al particular y al 

interés público inherente42. No obstante, para el tema que nos interesa queda 

totalmente desestimado con anticipación que los soldados que prestan el servicio 

militar obligatorio no pueden ser considerados bajo ninguna premisa jurídica como 

particulares con base en la explicación que se daba en éste mismo escrito. 

 

Aun así, es importante resaltar que en desarrollo jurisprudencial posterior pero 

derivado de la misma ley 200 de 1995 la Corte emite un nuevo pronunciamiento 

relacionado con la subordinación donde haciendo referencia nuevamente a los 

particulares menciona que estando éstos en ejercicio de funciones públicas es 

dable pensar que no existe el tan reseñado elemento de la subordinación como 

elemento esencial para ser destinatarios de la ley disciplinaria; sin embargo esto 

es superado “por la naturaleza del encargo asignado”43. Ello lleva a decir que es 

tal la importancia de la función pública y su ejercicio que es posible superar 

elementos sustanciales constitutivos de una figura jurídica anteponiendo la misma, 

                                                           
41

 Ibídem. 

42
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-286 del 27 de junio de 1996. MP. JOSÉ GREGORIO HERNÁNDEZ 

GALINDO. 

43
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-181 del 12 de marzo de 2002. MP. MARCO GERARDO MONROY 

CABRA. 
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sin menoscabar el ordenamiento jurídico, todo ello basado en la prevalencia del 

interés general como fundamento del Estado Social de Derecho. 

 

En la medida de la expedición de la ley 734 de 2002 el legislador colombiano pudo 

estrechar el concepto de sujetos disciplinables mediante el Nuevo Código Único 

Disciplinario hacia la concepción de servidores públicos, cosa que no había 

logrado con la ley 200 de 1995 donde el artículo 20 no permitía que fuesen 

designados como destinatarios de la ley disciplinaria solo a los “servidores 

públicos”. Ésta situación se logró con la expedición de las demás leyes 

relacionadas con los regímenes especiales disciplinarios tales como el de la 

Policía Nacional y el de las Fuerzas Militares que estaban incluidos en la ley 200 

de 1995. Sin embargo, la jurisprudencia emitida conforme las demandas de 

constitucionalidad que se hicieron hacia éste artículo 20 de la ley 200 de 1995 

permitió establecer conceptos claros sobre los sujetos disciplinables o los 

destinatarios de la ley disciplinaria, tanto así que es posible afirmar que la ley 734 

de 2002 se originó como consecuencia de los pronunciamientos de la Corte 

Constitucional. 

 

En fin, pese al análisis planteado anteriormente sobre la función pública, el 

servicio público y por ende del servidor público, desde donde se derivaría que 

todos los conceptos sistemáticamente conllevarían a la definición de la noción de 

sujeto disciplinable para efectos de determinar la responsabilidad disciplinaria, ello 

no es así y se asume el concepto desarrollado en su obra TEORÍA GENERAL DE 
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DERECHO DISCIPLINARIO44 por el doctrinante CARLOS MARIO ISAZA 

SERRANO, donde resalta el ejercicio de la función pública, un título o habilitación 

determinada por una norma o acuerdo, subordinación (relación de sujeción) que 

no es más que la abstracción de los conceptos que trae consigo la jurisprudencia 

de la Corte Constitucional, sin llegar a decir que hayan sido claros y fáciles de 

obtener. Ahora bien, otra de las cosas importantísimas obtenidas del estudio 

jurisprudencial y resaltado por el tratadista es el hecho de dejar de lado que sólo y 

únicamente se tiene dentro del concepto de sujetos disciplinables a los servidores 

públicos puesto que dicha noción se amplió a lo que denominaremos funcionarios 

públicos como sujetos que ejercen y desarrollan la función pública. 

 

Todos quienes son servidores públicos cumplen funciones públicas, pero no todos 

quienes cumplen funciones públicas son considerados servidores públicos. 
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 CARLOS MARIO ISAZA SERRANO, Teoría General del Derecho Disciplinario – Aspectos Históricos 

Sustanciales y Procesales. Editorial Temis S.A. Bogotá – Colombia. 2009. “El rasero suministrado por la 

Constitución Política para determinar la responsabilidad disciplinaria es, en general, el ejercicio de funciones 

públicas que deriva, lógicamente, de un título o habilitación otorgado por vía legal, reglamentaria o 

contractual que origina una especial relación de sujeción con la administración y constituye conditio sine qua 

non para que la persona pueda ser destinataria de la ley disciplinaria, inclusive en los casos en que su 

conducta oficial no necesariamente se relacione con la prestación de la función o el ejercicio del cargo. El 

predicado de la capacidad de ejercicio de funciones públicas deviene, en este caso, del presupuesto de la 

habilitación legal, reglamentaria o contractual que no necesariamente convierte a su destinatario en servidor 

público.” 
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5. LA ACTIVIDAD DEL SOLDADO COLOMBIANO DENTRO DE LAS 

FUERZAS MILITARES Y EL VINCULO JURIDICO 

 

 

Las Fuerzas Militares como brazo armado del Estado son las organizaciones 

instruidas y disciplinadas conforme a la técnica militar45, compuesta  por el Ejército 

Nacional, la Armada y la Fuerzas Aérea, según lo dispone el artículo 217 

constitucional. Del mismo modo en cuanto al Ejército Nacional se refiere, está 

compuesto por personal militar de oficiales, suboficiales, soldados y personal civil. 

 

Toda la planta de personal de oficiales, suboficiales46, soldados47 y personal civil48 

son considerados como verdaderos empleados públicos, ligados al Estado 

mediante una relación de derecho público, con régimen laboral, salarial y 

prestacional reglado. Es menester aclarar que cuando se hace referencia a 

soldados se hace mención a la denominación de soldados profesionales, situación 

que será desglosada mas adelante. 

 

El componente militar dentro del personal de planta de las Fuerzas Militares 

determinado por oficiales, suboficiales y soldados profesionales, con una vasta 

                                                           
45

 Véase DECRETO 1790 DE 2000, Artículo 1. 

46
 Véase DECRETO 1790 DE 2000 por el cual se modifica el decreto que regula las normas de carrera del 

personal de oficiales y suboficiales de las Fuerzas Militares. 

47
 Véase DECRETO 1793 DE 2000 por el cual se expide el Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de 

Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares. 

48
 Véase DECRETO 1792 DE 2000 por el cual se modifica el Estatuto que regula el Régimen de Administración 

del Personal Civil del Ministerio de Defensa Nacional, se establece la Carrera Administrativa Especial. 
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preparación en operaciones militares, en jerarquía castrense entregado en 

establecimientos estatales adecuados para su formación, su principal valor y virtud 

es la disciplina, definida como condición esencial para la existencia de toda fuerza 

militar, como conjunto de todos los deberes y obligaciones sumado al exacto 

desempeño de todos ellos, como cumplimiento de todas y cada una de las normas 

institucionales. 

 

La disciplina como elemento fundamental de toda fuerza militar y en sí de nuestro 

Ejército Nacional en su acepción más pura está definida como “la capacidad de 

enfocar los propios esfuerzos en conseguir un fin cuyo propósito es amoldar el 

carácter y el comportamiento de un individuo para conseguir una eficiencia 

máxima en alguna labor”49. Definida también dentro del Régimen Disciplinario para 

las Fuerzas Militares como “(…) condición esencial para la existencia de toda 

fuerza militar, consiste en mandar y obedecer dentro de las atribuciones del 

superior y las obligaciones y deberes del subalterno; contrarresta los efectos 

disolventes de la lucha, crea íntima cohesión y permite al superior exigir y obtener 

del subalterno que las órdenes sean ejecutadas con exactitud y sin vacilación. 

Implica la observancia de las normas y órdenes que consagra el deber 

profesional.”.50  

 

Hablar de ejércitos es hablar de disciplina y de soldados, por ende cuando se hace 

referencia al miembro por excelencia del Ejército Nacional sale a relucir la 

condición de soldado. El soldado es la base fundamental del Ejército, antes de ser 

oficial, suboficial, se es soldado de la patria. Y por supuesto que el 90% de la 

                                                           
49

 Véase ENCICLOPEDIA VIRTUAL WIKIPEDIA. Página web http://es.wikipedia.org/wiki/Disciplina 

50
 Véase LEY 836 DE 2003, Reglamento del Régimen Disciplinario para las Fuerzas Militares. “(…) ARTÍCULO 

17. LA DISCIPLINA. La disciplina, condición esencial para la existencia de toda fuerza militar, consiste en 

mandar y obedecer dentro de las atribuciones del superior y las obligaciones y deberes del subalterno; 

contrarresta los efectos disolventes de la lucha, crea íntima cohesión y permite al superior exigir y obtener 

del subalterno que las órdenes sean ejecutadas con exactitud y sin vacilación. Implica la observancia de las 

normas y órdenes que consagra el deber profesional. (…)”. 

http://es.wikipedia.org/wiki/Disciplina
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planta de personal uniformado dentro del Ejército Nacional está compuesto por los 

soldados. 

 

 

5.1. EL SOLDADO PROFESIONAL 

 

Los antecedentes del soldado profesional se refieren a los soldados voluntarios, 

figura que es implementada el 31 de diciembre de 1985 mediante la ley 131, 

donde se permitió el establecimiento del servicio militar voluntario en 

contraposición a lo que históricamente había existido como servicio militar 

obligatorio desde 194551. La condición esencial para la vinculación dentro de la 

planta de personal como soldado voluntario era el haber prestado el servicio militar 

obligatorio. Conforme lo disponía la ley 131 los soldados voluntarios no recibían 

sueldo sino bonificación, situación que a la postre era realmente un salario. Sin 

embargo la ley 131 de 1985 fue reglamentada solo a partir del 6 de febrero de 

1991 conforme el Decreto 370 del mismo año, donde además de ser reservista 

condicionó la vinculación de los soldados voluntarios al hecho de ser solteros y de 

presentar buena conducta durante el periodo de prestación de su servicio militar 

obligatorio. 

 

Para el año 2000 se expide mediante decreto 1793 del 14 de septiembre el 

Régimen de Carrera y Estatuto de Personal de Soldados Profesionales de las 

Fuerzas Militares, situación que dio lugar a que se diera de alta al personal de 

soldados reconocidos como profesionales52 y que se abandonara la figura 

implementada con la ley 131 de 1985 conocida como soldados voluntarios, pero 

no dejándolos de lado sino teniendo la oportunidad de ser dados de alta como 

                                                           
51

 Véase LEY 1 DE 1945. 

52
 Véase DECRETO 1793 DE 2000 Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de Soldados Profesionales de 

las Fuerzas Militares - Artículo 1. “Los soldados profesionales son los varones entrenados y capacitados con 

la finalidad principal de actuar en las unidades de combate y apoyo de combate de las Fuerzas Militares, en 

la ejecución de operaciones militares, para la conservación, restablecimiento del orden público y demás 

misiones que le sean asignadas.” 
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soldados profesionales. Los requisitos para ser nombrado como soldado 

profesional fueron ampliados mediante el mismo decreto y en la medida de la 

profesionalización de la actividad. De ésta manera para el 1 de enero del año 2001 

dejó de existir la figura del soldado voluntario. 

 

Conforme al cumplimiento de todos los elementos que comporta el ser servidor 

público relacionado con la remuneración, mediante el Decreto 1794 del 14 de 

septiembre de 2000 se establece el Régimen Salarial y Prestacional para el 

Personal de Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares. De tal suerte que 

conforme existe el vínculo jurídico entre cada uno de los soldados profesionales y 

el Estado para ser categorizados como servidores públicos otorgado por vía legal 

mediante el Decreto 1793 de 2000 y materializado para cada uno mediante actos 

administrativos denominados ordenes de personal53; del mismo modo y 

complementario al nombramiento cada uno de los soldados profesionales tiene 

asignación salarial mediante régimen laboral determinado por vía legal conforme 

lo consignado dentro del Decreto 1794 de 2000. Los soldados profesionales en 

virtud de su actividad determinada como servicio público ejercen funciones 

públicas relacionadas con la defensa y seguridad nacional. De la misma manera 

conforme la orden de personal que establece su nombramiento como servidor 

público, se crea la relación especial de sujeción que se requiere para ser 

destinatario de la ley disciplinaria que para el caso concreto será el Régimen 

Disciplinario para las Fuerzas Militares (Ley 836 de 2003). 
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 Véase DECRETO 1793 DE 2000 Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de Soldados Profesionales de 

las Fuerzas Militares - Artículo 3. “La incorporación de los soldados profesionales a las Fuerzas Militares de 

Colombia, se hará mediante nombramiento por orden de personal de los respectivos Comandos de la Fuerza, 

atendiendo a las necesidades de la fuerzas y a la planta de personal que haya sido aprobada por el Gobierno 

Nacional.” 
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5.2. EL SOLDADO EN PRESTACION DEL SERVICIO MILITAR 

OBLIGATORIO. 

 

El modelo de Estado implementado mediante la Constitución Política de 1991 

determinó la incorporación de derechos para sus ciudadanos, pero al mismo 

tiempo la imposición de deberes, obligaciones y cargas.54 De la misma manera 

como la carta trae consigo derechos que en el modelo de Estado deben ser 

materializados y/o efectivizados, al mismo tiempo conlleva una serie de 

imposiciones que se deben de cumplir, teniendo como límites los derechos 

fundamentales, que no pueden quedar sin efectos55, y estando en perfecto 

equilibrio. Todo ello fundamentado en que la “(…) la democracia como institución 

no puede subsistir sin la constante colaboración de los asociados, que implique el 

cumplimiento de las obligaciones por parte del Estado y de los individuos. (…)”56. 

Dichos deberes, obligaciones y/o cargas impuestas en el modelo de Estado a los 

ciudadanos pueden estar directamente contenidos en la carta y/o pueden ser 

desarrollados por vía legal; ha señalado reiteradamente la Corte Constitucional 

que por el hecho que dichos deberes no tengan desarrollo legal no quiere decir 

que no tengan efectos obligantes sobre los sujetos. 

 

De ésta manera constitucionalmente se ha reconocido una serie de normas que 

circunscriben los deberes de los asociados. Entre ellos encontramos lo 

mencionado en el artículo 2 como fines esenciales del Estado garantizar la 

efectividad de los deberes consagrados en la misma Constitución, facilitar la 

                                                           
54

 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-976 del 23 de octubre de 2003. MP. EDUARDO MONTEALEGRE 

LYNETT. 

55
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-226 del 2 de abril de 2002. MP. ALVARO TAFUR GALVIS. “(…) los 

deberes que se exijan al ciudadano tienen como límite material el contenido esencial de los derechos 

constitucionales. No puede el legislador al regular las cláusulas de exigibilidad crear deberes que anulan un 

derecho constitucional, con el propósito de reforzar la confianza institucional. (…)” 

56
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia SU-797 del 14 de diciembre de 1998. MP. HERNANDO HERRERA 

VERGARA. “(…) La cláusula social del Estado de derecho, contempla la existencia de derechos y de deberes 

fundamentales en cabeza de los sujetos, los cuales buscan garantizar los valores fundantes de la nación. (…)” 
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participación de los coasociados en la vida económica, defender la independencia 

nacional, mantener la integridad del territorio, asegurar la convivencia pacífica y la 

vigencia del orden justo; se menciona que para asegurar el cumplimiento entre 

otras cosas de los deberes que le corresponde a los particulares están instituidas 

las autoridades de la República. Es la primera mención que se hace de los 

deberes de los coasociados para con el modelo de Estado y la primera mención 

que se hace de la participación de los particulares en los asuntos de interés para 

la administración. 

 

Luego, el capítulo 5 denominado De los deberes y las obligaciones revalida que el 

ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la carta implica 

responsabilidades y a continuación hace un listado de aquellos deberes y 

responsabilidades que deben cumplir los coasociados, entre otros la de respetar y 

apoyar a las autoridades democráticas legítimamente constituidas para mantener 

la independencia y la integridad nacionales, participar en la vida política, cívica y 

comunitaria del país y la de propender al logro y mantenimiento de la paz. Explica 

la Corte que los deberes constitucionales “(…) se orientan en el sentido de 

proteger los principios de legalidad, el apoyo de las autoridades, el reconocimiento 

del derecho ajeno y no abuso del propio, la solidaridad social, la convivencia 

pacífica, la protección de los recursos ecológicos y del ambiente o la financiación 

del gasto público, que no pueden entenderse como discriminatorios o limitantes de 

la libertad, sino que resultan materialmente propiciatorios de la misma, al 

promover las condiciones necesarias para obtener su eficacia real.(…)”57 

 

Pero es la norma consignada en el artículo 216 constitucional que dispone que 

todos los colombianos tienen la obligación de tomar las armas cuando las 

necesidades públicas lo exijan para defender la independencia nacional y las 

instituciones públicas, situación que conforme a jurisprudencia lo establece debe 

ser armonizada con valores y principios constitucionales tales como la prevalencia 
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 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-511 del 16 de noviembre de 1994. MP. FABIO MORÓN DIAZ. 
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del interés general58 y la solidaridad social59 como postulados estructurantes de 

nuestro Estado Social de Derecho (Art. 1°), los deberes de los ciudadanos que 

mencionábamos anteriormente y consignados en el artículo 95, en pro de la 

unidad nacional determinada en el preámbulo y lógicamente los fines del Estado 

determinados en el artículo 2.60 Es éste mismo artículo 216  que dispuso que es la 

ley la que determina las condiciones que en todo tiempo eximen del servicio 

militar, y las prerrogativas por la prestación del mismo, convalidado por el inciso 

tercero del artículo 217 constitucional que le entrega a la ley la obligación de 

determinar el sistema de reemplazos en las Fuerzas Militares, concepto que es 

propio del cómo se suple el pie de fuerza dentro de las instituciones castrenses, 

que para el efecto es el servicio militar obligatorio. 

 

De ésta manera el legislador expide la ley 48 de 1993 que a la luz de la 

Constitución Política de 1991 da pie para la reglamentación del servicio de 

reclutamiento y movilización. No obstante cabe aclarar que la reglamentación del 

servicio militar fundado en la carta anterior tenía del mismo modo una ley que lo 

soportaba, como era la ley 1 de 1945. Es explicito el artículo 3 de ésta disposición 

cuando en desarrollo de la norma constitucional dispone que “(…) Todos los 

colombianos están obligados a tomar las armas cuando las necesidades públicas 

lo exijan, (…)”61 En últimas es la ley la que hace efectivo el carácter imperativo de 

la prestación del servicio militar como obligación para con el Estado al 

interpretarse de la norma constitucional que determina la habilitación expresa para 
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 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-561 del 30 de noviembre de 1995. MP. JOSÉ GREGORIO 

HERNÁNDEZ GALINDO. 

59
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-762 del 7 de noviembre de 1998. MP. ALEJANDRO MARTINEZ 

CABALLERO. 

60
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-699 del 2 de octubre de 2009. MP. HUMBERTO ANTONIO SIERRA 

PORTO. 

61
 Véase LEY 48 DE 1993 Por el cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización – “ARTÍCULO 

3o. SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO. Todos los colombianos están obligados a tomar las armas cuando las 

necesidades públicas lo exijan, para defender la independencia nacional y las instituciones públicas, con las 

prerrogativas y las exenciones que establece la presente Ley.” 
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que el legislador fijara las condiciones que en todo tiempo eximen de su 

prestación. La prestación del servicio militar tiene como fin el sostenimiento y 

defensa de la soberanía, la guarda del orden institucional y el mantenimiento del 

orden público. 

 

Explícitamente la ley 48 de 1993 en su artículo 10 menciona que todo varón 

colombiano está obligado a definir su situación militar, condición que expira 

cuando los varones colombianos cumplan 50 años. Ésta norma determina una 

medida de carácter imperativo, perfectamente válida por cuanto el mismo 

constituyente ha mencionado que es la ley la que impone obligaciones. La 

situación de definición del servicio militar no es exclusivo de ingreso a las filas de 

las Fuerzas Militares por cuanto para éste mismo escenario de definición de la 

situación militar la misma ley ha definido exenciones y la posterior obtención de la 

libreta militar, con lo cual también quedaría definida la situación militar sin 

necesidad de ingreso. La prestación del servicio militar es la regla general para 

efectos de la definición de la situación militar de los varones y para efectos de la 

materialización del sistema de reemplazos62 de las Fuerzas Militares. 

 

La conscripción63 militar concepto relacionado con la prestación del servicio militar 

obligatorio, representa para muchos un impuesto cuando se hace la comparación 

analógica a los gravámenes, más aun cuando el ciudadano permanece sin 

obtener salario durante el tiempo en que duré dicha obligación con la patria. Sin 

embargo, todos los soldados que prestan el servicio militar obligatorio reciben por 
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 Véase LEY 48 DE 1993 Por el cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización – “ARTÍCULO 

12. REEMPLAZOS DE PERSONAL. Los reemplazos del personal de las Fuerzas Militares en tiempo de paz, se 

efectuarán por el sistema de conscripción mediante la incorporación y licenciamiento de contingentes. En 

tiempo de guerra los reemplazos se harán en la forma que establezca el Gobierno Nacional mediante los 

Decretos de Movilización, de acuerdo con la evolución del conflicto.” 

63
 Véase DECRETO 2048 DE 1993 Por el cual se reglamenta la ley 48 de 1993 sobre el servicio de 

reclutamiento y movilización. – “ARTÍCULO 47. Conscripto es el joven que se ha inscrito para definir su 

situación militar dentro de los términos, plazos y edad establecidos en la Ley 48 de 1993.” 



 
43  

disposición legal una bonificación64 que podría entenderse como asimilable al 

salario por cuanto la ley no determina porqué se paga dicha bonificación. Por 

ejemplo la Fundación Seguridad &Democracia en el documento publicado como 

“El servicio militar en Colombia” tiene a la bonificación que dispone la ley para el 

soldado que presta el servicio militar como un salario, poniendo a consideración 

que los soldados en prestación del servicio militar deben trabajar por un “sueldo” 

considerablemente inferior  al que devengarían en el sector civil65. Será que dicha 

bonificación en mención puede ser asimilable a un salario?. 

 

Basados en dicha premisa referida a que las bonificaciones y demás 

contraprestaciones económicas que recibe el soldado en prestación de su servicio 

militar obligatorio es estimado como salario, se tiene a buena consideración 

analizar los conceptos que determina la ley, la jurisprudencia y la doctrina sobre el 

tema.  

 

Basados en el principio de prevalencia del criterio material sobre lo formal ajustado 

en materia laboral, existen relaciones laborales con el Estado o relaciones de 

trabajo, que en si no determinan la existencia de un contrato de trabajo o contrato 

laboral, por cuanto es la relación laboral uno de los requisitos o elementos para la 

configuración del contrato laboral y no un concepto sinonímico. Prevaleciendo el 

criterio material, la jurisprudencia ha mencionado que existen relaciones laborales 

con el Estado provenientes de una relación legal y reglamentaria o de un contrato 

de trabajo, lo que reafirma que hablar de contrato de trabajo y relación laboral no 

es hablar de lo mismo. La misma jurisprudencia reiteradamente ha dicho que para 
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 Véase LEY 48 DE 1993 Por el cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización – “ARTÍCULO 

39. DURANTE LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO MILITAR. Todo colombiano que se encuentre prestando el 

servicio militar obligatorio en los términos que establece la ley, tiene derecho: a. Desde el día de su 

incorporación hasta la fecha del licenciamiento, tendrá derecho a ser atendido por cuenta del Estado, en 

todas sus necesidades básicas atinentes a salud, alojamiento, alimentación, vestuario, bienestar y disfrutará 

de una bonificación mensual. ” 

65
 DOCUMENTO “EL SERVICIO MILITAR EN COLOMBIA: Inequidad, Corrupción y Propuesta para su Reforma”. 

FUNDACION SEGURIDAD & DEMOCRACIA. Bogotá, Junio 22 de 2004. 
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determinar si existe o no relación laboral con el Estado se debe precisar si hay en 

él vínculo i) prestación de servicios u oficios de manera personal, ii) subordinación 

o dependencia y iii) contraprestación a los dos anteriores que se denomina 

salario.66 En éste sentido salario es denominado en la ley como “(…) todo lo que 

recibe el trabajador en dinero o en especie como contraprestación directa del 

servicio, sea cualquiera la forma o denominación que se adopte, como primas, 

sobresueldos, bonificaciones habituales, valor del trabajo suplementario o de 

horas extras, valor del trabajo en días de descanso obligatorio, porcentaje sobre 

ventas y comisiones (…)”67 (Subrayado fuera de texto), situación corroborada por 

la jurisprudencia entre otras por la sentencia C-521 de 1995 cuando define el 

salario como “(…) todos los beneficios, o contraprestaciones necesarios para 

atender sus necesidades personales y familiares y para asegurar una especial 

calidad de vida que le aseguren una existencia acorde con su dignidad humana 

(…)”. En éste sentido vemos que no solo la contraprestación en dinero constituye 

salario o remuneración, sino todo lo que reciba el trabajador en dinero o en 

especie pero con la condición que sea como contraprestación directa del servicio, 

sea cual fuera la denominación que se adopte.68 

 

Ahora bien, de la relación laboral se desprende que surjan a favor de los 

trabajadores unas prestaciones. Se ha determinado por las altas Cortes que 

conforme exista una relación laboral se genera la obligación que a los trabajadores 

se les deba pagar salario y prestaciones sin importar la modalidad bajo la cual 
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 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-614 del 2 de septiembre de 2009. MP. JORGE IGNACIO PRETELT 

CHALJUB. 
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 Véase LEY 50 DE 1990 Por la cual se introducen reformas al Código Sustantivo del Trabajo y se dictan otras 

disposiciones. Artículo 14 Constituye salario no sólo la remuneración ordinaria, fija o variable, sino todo lo 

que recibe el trabajador en dinero o en especie como contraprestación directa del servicio, sea cualquiera la 

forma o denominación que se adapte, como primas, sobresueldos, bonificaciones habituales, valor del 

trabajo suplementario o de las horas extras, valor del trabajo en días de descanso obligatorio, porcentaje 

sobre ventas y comisiones. 

68
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-813 del 1 de agosto de 2001. MP. JAIME ARAUJO RENTERÍA. 
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esté la relación laboral69. Las prestaciones han sido definidas como todo aquello 

que debe el empleador al trabajador en dinero, especie, servicios u otros 

beneficios, por ministerio de la ley, o por haberse pactado en convenciones 

colectivas, pactos colectivos, contrato de trabajo, reglamento interno de trabajo, 

fallos arbitrales o en cualquier acto unilateral del empleador, para cubrir riesgos o 

necesidades del trabajador que se originan durante la relación de trabajo o con 

motivo de la misma.70 Las prestaciones devienen directamente de la prestación del 

servicio, denominadas como inmediatas y las mediatas71 destinadas a cubrir los 

riesgos o contingencias propias de la seguridad social. La misma Constitución 

Política precisó un régimen prestacional especial72 para los miembros de la Fuerza 

Pública, Fuerza Pública en donde están incluidos los soldados en prestación del 

servicio militar por cuanto éstos son parte de las Fuerzas Militares y por ende de la 

Fuerza Pública. 

 

El desempeño de funciones públicas, establece la Corte Constitucional, por regla 

general se hace mediante el empleo público que debe aparecer en las respectivas 
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 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-180 del 24 de febrero de 2000. MP. JOSÉ GREGORIO HERNÁNDEZ 

GALINDO. 
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 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Laboral, sentencias del 9 de septiembre de 1982, 18 de 

julio de 1985, 12 de febrero de 1993, etc. 
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 Véase CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-432 del 6 de mayo de 2004. MP. RODRIGO ESCOBAR GIL. 

“(…) el concepto régimen prestacional, no sólo se limita a reconocer las prestaciones que tienen su origen de 

manera directa en la relación de trabajo, sino también todas aquellas otras que se ocasionan por motivo de 

su existencia, tales como, las pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes, el auxilio funerario, y aquellas 

contingencias derivadas de los riesgos en salud. (…)” 

72
 Véase CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA, Artículo 150 Numeral 19 Literal e. “Corresponde al 

Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes funciones: (…) 19. Dictar las normas 

generales, y señalar en ellas los objetivos y criterios a los cuales debe sujetarse el Gobierno para los 

siguientes efectos: (…) e) Fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros 

del Congreso Nacional y de la fuerza pública.”  / Artículo 217 Inciso 3 “La ley determinará el sistema de 

remplazos en las fuerzas militares, así como los ascensos, derechos y obligaciones de sus 

miembros y el régimen especial de carrera, prestacional y disciplinario, que les es propio”. 



 
46  

plantas de personal de las Entidades Públicas.73 Al respecto la ley 909 de 2004 

define el empleo público como “(…) el conjunto de funciones, tareas y 

responsabilidades que se asignan a una persona y las competencias requeridas 

para llevarlas a cabo, con el propósito de satisfacer el cumplimiento de los planes 

de desarrollo y los fines del Estado. (…)”. Pese a ello con base en el desempeño 

de funciones públicas existe diversidad de vínculos jurídicos para acceder a la 

función pública que conduce a una nominación distinta del empleo, a varias 

categorías de servidor y naturaleza de funciones, con regímenes salariales y 

prestacionales distintos.74 

 

Trayendo a colación el argumento del tratadista OSCAR ANIBAL GIRALDO NIÑO, 

y con base en todas y cada una de las citas que se han hecho con anterioridad, no 

cabe duda que entre el Estado y cada uno de los soldados que prestan el servicio 

militar obligatorio existe un vínculo jurídico, en éste caso constitucional y legal por 

desarrollo, que determina el otorgamiento de funciones públicas a los jóvenes que 

tienen éste deber para con el Estado, relacionado con la defensa y seguridad 

nacional. Éste vínculo jurídico le permite a los soldados que ingresan a prestar el 

servicio militar obligatorio participar dentro del servicio estatal y atendiendo 

directamente la tesis de GIRALDO NIÑO, serían servidores públicos mediante la 

modalidad de reclutamiento forzoso. Si bien dándose ésta modalidad se da como 

una restricción a la libertad individual75, dicha limitación queda superada conforme 

los conceptos de interés general, solidaridad como fundamentos del Estado Social 

de Derecho y lógicamente respaldado con la obligación deber para con el Estado. 
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 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-614 del 2 de septiembre de 2009. MP. JORGE IGNACIO PRETELT 
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 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-432 del 6 de mayo de 2004. MP. RODRIGO ESCOBAR GIL. 
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 DOCUMENTO “EL SERVICIO MILITAR EN COLOMBIA: Inequidad, Corrupción y Propuesta para su Reforma”. 

FUNDACION SEGURIDAD & DEMOCRACIA. Bogotá, Junio 22 de 2004. “(…) el soldado, al entrar bajo banderas 
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Y es que dicha modalidad de vinculación en la función pública no es una completa 

arbitrariedad, por cuanto si se hace la analogía con relación a las demás formas 

de vinculación al servicio para con el Estado, el servicio militar obligatorio tiene 

todos los elementos que se requieren para estructurar la forma. En primer lugar se 

cumple con un proceso de selección estricto que ha sido maximizado en su 

exigencia conforme los pronunciamientos que ha hecho la Corte Constitucional; 

existe acto administrativo de nombramiento en la medida de la Orden 

Administrativa de Personal que determina el llamamiento a engrosar las filas; la 

dada de alta del personal como soldados en prestación del servicio militar 

obligatorio; y por último el juramento que se hace mediante ceremonia donde el 

soldado del Ejército Nacional jura cumplir fielmente la constitución y las leyes.  

 

La seguridad y defensa nacional como servicio público está determinada para que 

las funciones que conllevan su prestación, que es de exclusividad por parte de las 

autoridades del Estado, soporten la determinación de funciones públicas de 

carácter permanente76; para ello el Estado debe establecer los empleos 

correspondientes para cada caso. En quienes descansa el ejercicio de ésta 

función pública es en los soldados, quienes son la mayoría dentro de la fuerza. 

 

De otro lado, la vinculación de soldados a la fuerza en prestación del servicio 

militar obligatorio si conlleva un vínculo laboral, así sea por medio de una ficción 

en la medida que por conveniencia económica y laboral no sea reconocido 

expresamente. Fíjese que cuando la Constitución Política en el inciso 2 del artículo 

217 establece que en las Fuerzas Militares opera el sistema de reemplazos y que 

es la ley la que lo determinará, también hizo referencia a los ascensos, a los 

derechos y las obligaciones de sus miembros, al régimen especial de carrera, 

prestacional y disciplinario que les es propio. En éste sentido son todas éstas 

prerrogativas las que la ley debe determinar para los miembros de las Fuerzas 

Militares. Nótese que el sistema de reemplazos en las Fuerzas Militares conlleva 
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el reclutamiento que es para las personas que tienen el deber legal de prestar el 

servicio militar obligatorio y la movilización para las personas consideradas como 

reservistas. Dicho de lo anterior, el reclutamiento de personas para la prestación 

del servicio militar obligatorio es una especie del sistema de reemplazos 

comprendido como género y mencionado en la Constitución Política (Artículo 217). 

 

No puede el Estado ocasionar perjuicios a sus coasociados sin que prescinda de 

repararlo de alguna manera y en éste sentido no puede el soldado en prestación 

de su servicio militar obligatorio cumplir una actividad, que si bien tiene el carácter 

de obligación, sin percibir alguna contraprestación a cambio, que en éste sentido 

también es económica. 
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6. EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO PARA LAS FUERZAS MILITARES 

 

 

Si el Estado requiere, para efectos de lograr su eficacia en su funcionamiento a fin 

de cumplir sus fines para lo cual es establecido, de un poder disciplinario, “por 

ligero que sea” como lo manifestaba Jellineck77, pues las Fuerzas Militares 

conforme su noción castrense y su formación basada en la disciplina estricta, 

requiere aun mas de la existencia de un régimen con el cual pueda soportar su 

disciplina, el mismo que debe estar sujeto a los principios constitucionales y no 

solo en la fuerza de la orden militar y la costumbre de la reprensión directa. 

 

Las Fuerzas Militares, aun así diferenciándose de las Fuerzas Armadas por el 

trato distinto que debe tener consigo la Policía Nacional, debe tener y exige una 

constitución diferente a la de todas las instituciones y organizaciones sociales para 

poder desenvolverse.78 

 

Colombia si bien reconoce muchos de los aspectos relacionados directamente con 

lo militar para decir que hay situaciones especiales que lo regulan (directamente 

relacionado con fueros penal militar, penitenciario y carcelario, régimen 

disciplinario especial, régimen especial de carrera, régimen especial prestacional, 

etc.), no ha tenido un desarrollo tan avanzado como lo ha tenido España o incluso 
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 JELLINECK, George. Teoría General del Estado. Librería General de Victoriano Suarez. Madrid. 1914. “(…) 

Sin la existencia de un poder disciplinario, por ligero que sea, no puede ninguna asociación ni ninguna 

reunión ordenada, ejercer su actividad so pena de sufrir por ella menoscabo. (…)”. 
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 COTINO HUESO LORENZO, El Modelo Constitucional de Fuerzas Armadas. Universidad de Valencia – 

Universidad de la Rioja. Biblioteca Universitaria. Logroño – La Rioja – España. 2007. 
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Alemania donde se maneja el término del Derecho Militar como una especie 

dentro del Derecho que regula las relaciones entre el Estado y los Estamentos que 

dedican sus actividades a la Defensa Nacional y lógicamente entre o al interior de 

las mismas instituciones castrenses.79 

 

Si dentro de las instituciones castrenses lo esencial es la disciplina, 

considerándose así el ámbito militar como feudo tradicional de las relaciones 

especiales de sujeción80, es lógico y consecuente que para el mantenimiento de la 

disciplina deba tener unos componentes jurídicos que así lo permitan. Es la misma 

construcción que menciona COTINO HUESO como existente en Norteamérica y 

denominada como society apart.81. Sin embargo es de mencionar que no solo para 

los Ejércitos existe la disciplina como tal condición para la existencia de una 

organización; la misma Corte Constitucional ha mencionado que “(…) la disciplina, 

que condiciona y somete el comportamiento del individuo a unos específicos y 

determinados parámetros de conducta, “es elemento necesario en toda 

comunidad organizada; factor esencial de su funcionamiento; presupuesto y 

requisito de su operatividad y eficacia”, razón por la cual justifica su existencia, 
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 Ibídem. “(…) Las normas que componen el Derecho Militar se encuentran en la Constitución cuando 

reconoce y conforma la FAS, así como aquellas normas que regula su administración y su mando en tiempo 
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80
 COTINO HUESO LORENZO, Relaciones de especial sujeción: Su diversa evolución en Alemania y España. 

(Particular seguimiento de la jurisprudencia constitucional, contencioso-administrativa y militar de la 

presente década). Revista Poder Judicial (3ra Época). Número 55. 1999. España. 

81
 Ibídem. “(…) la clase militar es una society apart regida por sus propios principios, debiendo estar 

preparada para la guerra;  con lo cual se justifica totalmente el distanciamiento de los derechos y principios 

que rigen en la sociedad civil (…)”. 
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permanencia y consolidación en todos los ámbitos de la actividad pública como 

privada (…)”82. 

 

Colombia no se aparta a estos conceptos y a partir de la Constitución de 1991 en 

su artículo 217 relaciona un régimen disciplinario especial para los miembros de 

las Fuerzas Militares “que les es propio”, el cual será desarrollado por la ley. Y es 

la Ley 200 de 1995 concebido como Código Disciplinario Único en su artículo 175 

que hace transito al desarrollo legal que establece la constitución sobre la 

existencia de regímenes disciplinarios especiales aplicables a los miembros de la 

Fuerza Pública.83 

 

Conforme lo propio de las Fuerzas Militares el 14 de septiembre de 2000 el 

Presidente de la República expide el Decreto 1797 definido como Reglamento de 

Régimen Disciplinario para las Fuerzas Militares, norma que posteriormente fuese 

derogada por la expedición de la Ley 836 del 16 de julio de 2003, que traería 

consigo el nuevo Reglamento del Régimen Disciplinario para las Fuerzas Militares. 

Éste reglamento, conforme lo menciona la Corte Constitucional al hablar en 

particular de los regímenes disciplinarios especiales para los miembros de las 

Fuerzas Militares, tipifica una descripción particular de las faltas en que éstas 

personas pueden incurrir y un catálogo de sanciones concretas a imponer 

derivado de la índole de las funciones que están llamados a ejecutar, funciones 

particulares que no se identifican con las de ningún otro miembro de organismo 

estatal y esto es lo que los hace diferentes.84 En eso se basa la principal diferencia 

                                                           
82

 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-796 del 24 de agosto de 2004. MP. RODRIGO ESCOBAR GIL. 

83
 Véase LEY 200 DE 1995 Por el cual se adopta el Código Disciplinario Único – “ARTÍCULO 175.  DE  LOS  

REGIMENES  DISCIPLINARIOS   ESPECIALES APLICABLES A LOS MIEMBROS DE LA FUERZA PUBLICA.  En los  

procesos disciplinarios que se adelanten contra los miembros de la  fuerza pública  se  aplicarán las normas 

sustantivas contenidas  en  sus respectivos estatutos disciplinarios especiales con  observancia de  los  

principios rectores y por el procedimiento  señalado  en este  Código,  cualquiera  sea  la  autoridad  que  

adelante   la investigación. (…)” 

84
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-310 del 25 de junio de 1997. MP. CARLOS GAVIRIA DIAZ. 
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frente al régimen general que conforme la ley vigente (Ley 836 de 2003) el 

régimen disciplinario general sería el Código Disciplinario Único o ley 734 de 2002. 

 

Se puede predicar la autonomía y la especialidad del Reglamento del Régimen 

Disciplinario para las Fuerzas Militares solo en lo que concierne a la parte 

sustancial, que es lo esencial conforme en varias sentencias lo ha dicho la 

Honorable Corte Constitucional. Ello no es óbice para que los militares que 

también gozan de la calidad de servidores públicos estén sujetos a las normas del 

régimen disciplinario general de los servidores del Estado85, situación que 

desestima dicha autonomía absoluta o especialidad imperiosa que pudiese 

pensarse tiene el régimen especial. Un mismo artículo de la ley 836 de 2003 lo 

consigna “(…) ARTÍCULO 12. ESPECIALIDAD. En desarrollo de los postulados 

constitucionales, al personal militar le serán aplicables las faltas y sanciones de 

que trata este régimen disciplinario propio, así como las faltas aplicables a los 

demás servidores públicos que sean procedentes. (…)”. (Subrayado fuera de 

texto). 

 

Lo que si queda por sentado es que el concepto de derecho disciplinario general 

es uno solo, y es el régimen disciplinario especial del cual estamos tocando parte 

integral de lo general que concierne a la facultad constitucional que tiene la 

Administración Pública de imponer a sus propios funcionarios sanciones 

previamente definidas en la ley, quienes están sometidos a una especial sujeción 

conforme la calidad que ostentan. En éste sentido para efectos de los miembros 

de las Fuerzas Militares como ya se dijo, les es perfectamente aplicable el 

contenido del régimen general disciplinario como es la Ley 734 de 2002. Sumado 

a ésta tesis y para afianzar dicho argumento ha dicho la Honorable Corte 

Constitucional que “(…) no es condición sine qua non de constitucionalidad que 

todo lo concerniente al régimen disciplinario de los servidores públicos-especial o 

                                                           
85

 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-431 del 6 de mayo de 2004. MP. MARCO GERARDO MONROY 

CABRA. 
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general-, se encuentre compilado en un único texto o código (…)”86, por lo que 

perfectamente pueden haber aspectos complementarios en la ley 734 de 2002 que 

no estén contemplados en la ley 836 de 2003 y que le sean aplicables a los 

militares como extensión de la potestad disciplinaria del Estado, como titular 

genérico de la acción disciplinaria y/o sancionatoria para el cumplimiento de sus 

fines. 

 

Menciona la jurisprudencia que sea cual fuere la noción de régimen disciplinario ya 

sea de naturaleza general o especial, su ámbito está exclusivamente delimitado a 

aquellas conductas con potencialidad de afectación de la función pública87, por lo 

que es éste elemento (función pública) el esencial para la configuración o 

determinación de conductas, faltas y/o sanciones relevantes para la acción 

disciplinaria del Estado, lógicamente dependiendo de la actividad que cada 

organización ejecute, lo que los hace diferentes.88 

 

 

6.1. OBJETO 

 

El objeto de la ley 836 de 2003 o Reglamento del Régimen Disciplinario para los 

miembros de las Fuerzas Militares es el conocimiento de los asuntos disciplinarios 

que suscitan el desempeño de actividades propias de los miembros de las 

                                                           
86

 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-796 del 24 de agosto de 2004. MP. RODRIGO ESCOBAR GIL. 

87
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-819 del 4 de octubre de 2006. MP. JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO. 

88
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1079 del 21 de octubre de 2006. MP. RODRIGO ESCOBAR GIL. “(…) 

En materia del régimen disciplinario especial de las fuerzas militares la Corte ha insistido, por una parte, en 

que el mismo no puede incluir cualquier tipo de faltas, sino únicamente aquellas que están relacionadas 

directamente con la función militar, esto es, aquellas cuya comisión afecta inescindiblemente el servicio 

público encomendado a tales fuerzas, en los términos previstos en el artículo 217 de la Constitución
88

; y por 

la otra, ha reconocido que dicho régimen especial se limita a la consagración de una normatividad distinta 

de la común en materia disciplinaria, y no a la creación de un fuero constitucional que excluya a los 

miembros de las fuerzas militares de las instancias ordinarias de control disciplinario, y en especial, del poder 

prevalente que en la vigilancia superior de la conducta de los funcionarios públicos ejerce el Procurador 

General de la Nación (C.P. art. 277-6) (…)”. 
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Fuerzas Militares tal como lo establece su artículo 1.89 Dicho conocimiento 

comprende el ejercicio de la acción disciplinaria, la investigación de las conductas 

relacionadas con la acción disciplinaria, la decisión o imposición de sanciones 

derivadas del ejercicio de la misma, pero sobre los presupuestos establecidos en 

la parte sustantiva de la ley y/o en sí de las conductas que puedan derivar en el 

ejercicio de la acción disciplinaria sobre todos los miembros de las Fuerzas 

Militares en lo que tiene que ver con la actividad propia que desarrollan para el 

cumplimiento de sus fines, que no desentona con el eficaz ejercicio de la función 

pública. 

 

 

6.2. DESTINATARIOS 

 

Es aquí donde se presentan los inconvenientes de la aplicación de la ley 836 de 

2003 para muchos. 

 

La primera aproximación, o mejor la aproximación general de los destinatarios de 

la ley 836 de 2003 es la que refiere a lo que consigna el artículo 1 donde se 

menciona que “(…) corresponde a las Fuerzas Militares conocer de los asuntos 

disciplinarios que se adelanten contra sus miembros. (…) (Subrayado fuera de 

texto), lo que llevaría a indicar que la ley disciplinaria militar es para todos sus 

miembros sin excepción alguna que fijara la norma, y lo que llevaría a fijar quiénes 

son considerados como miembros. Para éste caso podría aplicarse a todo el 

personal uniformado quienes hacen parte de las Fuerzas Militares. 

 

                                                           
89

 Véase LEY 836 DE 2003 Por el cual se expide el Reglamento del Régimen Disciplinario para las Fuerzas 

Militares – “ARTÍCULO 1o.  TITULARIDAD DE LA POTESTAD Y DE LA ACCIÓN DISCIPLINARIA. La potestad 

disciplinaria corresponde al Estado. Sin perjuicio del poder disciplinario preferente de la Procuraduría General 

de la Nación, corresponde a las Fuerzas Militares conocer de los asuntos disciplinarios que se adelanten 

contra sus miembros.  La acción disciplinaria es independiente de cualquier otra que pueda surgir de la 

comisión de la falta. (…)”. 
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Sin embargo la primera noción más exacta de los destinatarios del reglamento 

está previsto en su artículo 15 cuando menciona “(…) APLICABILIDAD. Las 

disposiciones de este reglamento se aplicarán al personal de oficiales, suboficiales 

y soldados, en servicio activo, de las Fuerzas Militares. (…)”, situación que fija el 

marco de acción para las conclusiones de éste trabajo monográfico. En el 

entendido que la norma solo menciona a soldados se debe dar por sentado que 

sólo hay una manera genérica de mencionar la condición de soldados, que es el 

primer escalón en el nivel jerárquico dentro de las Fuerzas Militares, son la base 

de la organización militar, y en éste se agrupan las especies de soldados 

dependiendo si se encuentran en prestación de su servicio militar o se encuentran 

desarrollando la carrera de las armas como solución laboral. La norma no hace 

distinción alguna frente a éstas especies, por lo que se entendería que se hace 

referencia a soldados en su generalidad. La única condición establecida en la 

norma es la situación de “servicio activo” aplicable tanto para oficiales, suboficiales 

y soldados, por cuánto dicha condición (servicio activo) también es plausible para 

el caso de los soldados. 

 

Es menester superar a ésta altura de la discusión si el soldado en prestación del 

servicio militar se encuentra en tal condición de actividad o servicio activo. Para 

ello solo deduciremos que conforme lo establecen las normas administrativas 

dentro de las Fuerzas Militares existen unos momentos en los cuales el ciudadano 

que opta por la carrera de las armas como profesión u oficio o se incorpora a 

prestar su deber con la patria, se encuentra haciendo parte de la institución 

castrense y es el momento del ALTA  en caso de ingreso, o BAJA en caso de 

salida o retiro. Para el caso de los soldados en prestación del servicio militar 

también hay un momento cuando son considerados “dados de alta” dentro de la 

Fuerza y es en ese momento en los cuales inician su servicio activo, lo que quiere 

decir que empiezan a efectuar sus actividades propias como soldados dentro de la 

institución castrense. Consecuente con ello es dable mencionar que en la medida 

que un soldado es “dado de baja” conforme su servicio militar, su servicio activo 

cesa, pero para efectos de movilización queda en reserva activa; y en tal caso que 
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el Estado por necesidad lo exija, al convocar sus reservas, puede retomar las 

armas para la defensa de su patria o nación. 

 

La Procuraduría General de la Nación a través de un documento publicado en el 

2007 pretendía desvirtuar la condición del servicio activo trayendo a colación una 

norma que solo es aplicable para los servidores públicos civiles que hacen parte 

del Ministerio de Defensa90, situación que no va al caso. Al respecto mencionaba 

“(…) Cuando se revisa la definición de “servicio activo”, propuesta por el Decreto 

1792 de 2000 (artículo 13) es dable considerar que los funcionarios en comento no 

están en tal situación, puesto que un empleado público se encuentra en servicio 

activo cuando está en ejercicio de las funciones del empleo del cual ha tomado 

posesión, caso que no es el de los soldados en mención y, por tanto, una 

interpretación restrictiva acerca de la aplicación del régimen para estos soldados, 

conduciría a acoger exclusivamente lo establecido en la Ley 734 de 2002 (…)”91. 

Éste escenario no es dable a considerar por la situación de la ficción jurídica que 

podía establecerse, como se mencionaba en páginas anteriores, acerca de la 

condición de servidores públicos de hecho, o en derecho (por los elementos ficto 

que lo suponen) y no simples particulares en cumplimiento de funciones públicas 

como lo pretende la Procuraduría General de la Nación. 

 

Fíjese que cuando se menciona en el reglamento el deber de mantenimiento de la 

disciplina (artículo 23)92, no se excluyen a los soldados, sino que por el contrario 

                                                           
90

 Véase DECRETO 1792 DE 2000 Por el cual se modifica el Estatuto que regula el Régimen de Administración 

del Personal Civil del Ministerio de Defensa Nacional, se establece la Carrera Administrativa Especial. 

91
 PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN – BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO, La Función 

Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación a propósito de la investigación de los integrantes de la 

Fuerza Pública y de los Servidores que cumplen funciones de Policía Judicial. Programa de Modernización 

PGN-BID. Primera Edición. Bogotá D.C. Noviembre 2007. “(…) Los soldados no son empleados públicos, ni 

servidores públicos. Son particulares que ejercen funciones públicas, como son de la defensa y la seguridad. 

(…)” 

92
 Véase LEY 836 DE 2003 Por el cual se expide el Reglamento del Régimen Disciplinario para las Fuerzas 

Militares – “ARTÍCULO 23. MANTENIMIENTO DE LA DISCIPLINA. La disciplina se mantiene cumpliendo los 

propios deberes y ayudando a los demás a cumplir los suyos. Del mantenimiento de la disciplina serán 
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son considerados como miembros de las Fuerzas Militares. No por el hecho de ser 

el primer escalón dentro de las Fuerzas Militares y soportar toda la carga de la 

jerarquía y el mando están exentos del deber de la disciplina. 

 

El soldado en prestación de su servicio militar no solo es destinatario del 

reglamento de Régimen Disciplinario para las Fuerzas Militares para efectos de 

sanciones, también lo es para resultas de estímulos. Es así como la ley 836 de 

2003 contempla la posibilidad del otorgamiento de la medalla “Soldado Juan 

Bautista Solarte Obando”93, entregada en muchos de los casos a soldados en 

prestación de su servicio militar. 

 

Las Fuerzas Militares son una sola, sus miembros o el personal uniformado 

también en la medida de la pertenencia a ella; por tanto su reglamento disciplinario 

como base o soporte para el mantenimiento de la disciplina también le es aplicable 

a sus miembros sin exclusión alguna puesto que así lo dispone la ley de forma 

sensata. 

 

 

6.3. FALTAS 

 

El régimen especial o reglamento del Régimen Disciplinario para las Fuerzas 

Militares (Ley 836 de 2003) comporta la descripción taxativa de tres tipos de faltas: 

LEVES (Artículo 60), GRAVES (Artículo 59)  y GRAVÍSIMAS (Artículo 58). A 

diferencia del Código Disciplinario Único (Ley 734 de 2002) que concibe la 

existencia de faltas graves y leves, pero que en si no hay descripción taxativa de 

ellas como lo establece el régimen especial. 

                                                                                                                                                                                 
responsables todos los miembros de las Fuerzas Militares, en forma proporcional a los deberes y obligaciones 

del grado y el cargo que desempeñan. (…)” 

93
 Véase LEY 836 DE 2003 Por el cual se expide el Reglamento del Régimen Disciplinario para las Fuerzas 

Militares – “ARTÍCULO 46. PREMIO AL MEJOR SOLDADO. A los soldados que se destaquen se les otorgará la 

medalla "Soldado Juan Bautista Solarte Obando", de acuerdo con las normas específicas que rigen dicha 

materia. (…)” 
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Conforme al régimen especial, éste no considera clasificación alguna respecto de 

los miembros de las Fuerzas Militares para efectos de incurrir en tales o cuales 

faltas conforme la gravedad establecida en el reglamento. De ésta manera no 

genera discusión cierta si solo oficiales, suboficiales o soldados profesionales 

pudiesen incurrir en conductas que pudieran encuadrarse en determinado tipo de 

falta a diferencia de los soldados en prestación del servicio militar. 

 

Y es que por el solo hecho de pertenecer a la institución militar y efectuar 

actividades conforme la organización establecida, cualquier persona uniformada 

puede incurrir en cualquiera de las descripciones típicas consignadas en los 

artículos 58 al 60 de la ley 836 de 2003. Adicional a esto puede afirmarse que 

además de lo anterior, hay muchas más descripciones en las cuales pudiese 

encajarse alguna conducta de personal militar que en cierta medida fuese 

considerada como infracción a las disposiciones disciplinarias y que no están 

totalmente abarcadas en éste reglamento especial. 

 

 

6.4. SANCIONES 

 

El título IV de la ley 836 de 2003 (Reglamento del Régimen Disciplinario para las 

Fuerzas Militares) refiere lo concerniente a las sanciones para los uniformados 

que incurran en conductas consideradas como faltas dentro de éste reglamento. 

 

Distingue el artículo 61 cinco tipos de sanciones relacionadas entre separación 

absoluta de las Fuerzas Militares, suspensión, reprensión, la inhabilidad y la 

pérdida del derecho a concurrir a las sedes sociales y sitios de recreación de las 

Fuerzas Militares; diferentes a las consignadas dentro del régimen general que 

contempla la destitución, la suspensión de las funciones del cargo, la multa, la 

amonestación escrita y lógicamente las inhabilidades que son accesorias, como lo 

son en el régimen especial para las Fuerzas Militares. 
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Es precisamente en éste punto donde se presenta la controversia sobre la 

condición de los soldados en prestación del servicio militar como destinatarios de 

la ley disciplinaria especial, por cuanto seguido a la definición de las sanciones 

que trae el artículo 61 va el artículo 6294 que clasifica las sanciones y en la cual en 

dicha categorización solo tiene en cuenta taxativamente a los soldados 

profesionales y/o voluntarios en las sanciones aplicables con separación absoluta 

y suspensión; no así en la sanción relacionada como reprensión simple, formal o 

severa la cual según menciona la norma es aplicable a soldados sin distinción 

alguna como lo hizo con los otros dos tipos de sanciones. Es éste artículo que ha 

llevado a concluir por los operadores disciplinarios militares y muchos doctrinantes 

que a los soldados en prestación del servicio militar no les es aplicable el 

reglamento del Régimen Disciplinario para las Fuerzas Militares (Ley 836 de 

2003). 

 

Será suficiente dicha razón de la taxatividad para efectos de dejar de lado la 

aplicación de unas normas indispensables para el sostenimiento de una 

organización, con la importancia que merecen las Fuerzas Militares?. La cuestión 

no se supera con este solo interrogante. Fíjese que la doctrina de la Procuraduría 

General de la Nación opta por decidir que el camino más aconsejable en la 

sujeción de las conductas que atenten contra la disciplina de los soldados en 

prestación del servicio militar sea hacia la ley 836 de 2003, solo con la mención 

que conforme la organización administrativa de las Fuerzas Militares los soldados 
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 Véase LEY 836 DE 2003 Por el cual se expide el Reglamento del Régimen Disciplinario para las Fuerzas 

Militares – “ARTÍCULO 62. CLASIFICACIÓN DE LAS SANCIONES. 1. Separación absoluta. Para oficiales, 

suboficiales y soldados voluntarios o profesionales cuando incurran en falta gravísima dolosa. 2. Suspensión 

hasta por noventa (90) días sin derecho a remuneración. Se aplicará a oficiales, suboficiales y soldados 

voluntarios o profesionales que incurran en falta grave o gravísima. En ningún caso se computará como 

tiempo de servicio. 3. Reprensión simple, formal o severa. Se aplicará a oficiales, suboficiales y soldados 

cuando incurran en faltas leves. (…)”. (Subrayado fuera de texto) 
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que prestan su servicio militar son considerados “como militares”95. No es 

suficiente ni mucho menos razonable argumento. 

 

Es dable entender que cuando la norma menciona en un mismo artículo a 

“soldados profesionales y/o voluntarios” y luego menciona simplemente 

“soldados”, éste último término pueda entenderse como soldados en prestación de 

su servicio militar obligatorio?. Se puede incluso superar el hecho de la taxatividad 

de la norma en el sentido de la mención específica que hace el artículo 62 con 

relación a la exclusión de los soldados en prestación de su servicio militar 

obligatorio, siendo objetos de investigaciones por funcionarios militares con 

atribuciones disciplinarias con motivo de conductas encajadas como faltas 

gravísimas y graves, e incluso llegar hasta la sanción; pero el debate no se 

superaría (conforme manifestaciones doctrinales) al aplicar o ejecutar la sanción 

impuesta según se afirma, puesto que no tendrían cómo formalizar la separación 

absoluta de un cargo (como cesación definitiva de funciones) o de una condición, 

o la suspensión (como la cesación temporal de funciones en el ejercicio del cargo, 

sumado al no derecho a la remuneración que no se sabe si existe). Eh ahí el 

problema para muchos y es el elemento fundamental del problema jurídico a 

resolver. 
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 PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN – BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO, La Función 

Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación a propósito de la investigación de los integrantes de la 

Fuerza Pública y de los Servidores que cumplen funciones de Policía Judicial. Programa de Modernización 

PGN-BID. Primera Edición. Bogotá D.C. Noviembre 2007. “(…) La principal dificultad se relaciona con saber si 

un soldado que presta el servicio militar obligatorio, es o no servidor público y, la respuesta que se le ha dado 

a este caso con diferentes tratamientos, sugiere necesidad de claridad, unidad y seguimiento, pues, estos 

soldados en principio, desde la perspectiva del Derecho Laboral, no se encuentran vinculados en calidad de 

servidores públicos, puesto que unos, incluso, prestan un servicio social y, tampoco, son particulares que 

prestan una función pública, dado que como ya se dijo, son considerados, para efectos de la organización 

administrativa, como militares. (…)” 
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6.5. EJECUCION DE LAS SANCIONES 

 

Estamos de acuerdo con lo que menciona la Procuraduría General de la Nación 

conforme a que dentro de las normas que establecen los regímenes disciplinarios 

hay vacíos legales para efectos de tocar el tema de los soldados que prestan su 

servicio militar obligatorio. No por ello se debe permitir que las conductas lesivas a 

esa premisa queden impunes ya sea por falta de investigación y/o sanción, o 

simplemente porque aun siendo sancionadas la ejecución de la sanción no pueda 

ser aplicada. 

 

Éste no debe ser argumento para efectos de permisividad, menos aun cuando no 

se infringen principios tales como el de legalidad, lo cual si sería a otro precio y no 

estaríamos hablando solo de permisividad sino problemas que derivarían en 

garantías constitucionales y legales, situación que aun así se presentara generaría 

un llamado de atención al legislador para que se manifieste. 

 

Las sanciones en el caso del régimen disciplinario para Fuerzas Militares existen, 

están relacionadas de forma taxativa. El problema que ha persistido es el cómo se 

hacen efectivas, ya sea por problema jurídico netamente, para los que sostienen la 

imposibilidad de sancionar faltas graves y gravísimas a soldados en prestación del 

servicio militar que incurran en faltas graves y gravísimas; o por mero pesar, 

quienes sostienen que “probrecito” un soldado que además de la carga obligatoria 

de prestar su servicio militar se le impone una inhabilidad por cierta cantidad de 

años lo cual le dañaría su potencial vida laboral para con el Estado o inclusive con 

los particulares, a sabiendas que lo que estaba era cumpliendo un deber con la 

patria. 

 

Si es por mera imposibilidad como se sostiene, cabe preguntarnos, cómo se 

sanciona a un exfuncionario cuya responsabilidad disciplinaria ha sido demostrada 

al haber incurrido en una conducta considerada como falta gravísima a título de 

dolo?. Lógicamente la destitución está dentro de la sanción principal y se queda 
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como mero formalismo por cuanto no se materializa en la medida que la condición 

de servidor ya no existe, pero vamos con la sanción accesoria comprendida dentro 

de las inhabilidades impuestas. Fíjese que es dable hablar del mismo tratamiento 

que se puede presentar para los particulares que ejercen funciones públicas, 

quienes también son sujetos disciplinables por el Estado y cuyo régimen está 

consignado en la ley 734 de 2002 en cuyo caso de demostración de 

responsabilidad disciplinaria siempre estará presente la inhabilidad pero que en tal 

caso lo principal será la multa en la medida que el servicio no sea permanente. 

Podríamos en éste último evento estar hablando de una mutación de la sanción, 

con el fin que la sanción por la demostración de responsabilidad disciplinaria no 

quede solo en el papel. 

 

Para el caso del régimen disciplinario para Fuerzas Militares vale considerar que la 

inhabilidad también está presente dentro de las sanciones propuestas en la ley; y 

en tal situación que el militar ya no estuviere en servicio activo, el fallo donde se 

sancionaría contempla, en caso tal de una falta gravísima, la destitución y 

consecuente con ello la inhabilidad determinada. Pasaría lo mismo a como se 

mencionaba anteriormente; materialmente la destitución o separación absoluta no 

podría hacerse efectiva físicamente por cuanto ya lo está, pero la inhabilidad si 

cumpliría sus fines plenos dentro de las sanciones. 

 

El hecho que el Estado imponga deberes a sus coasociados no los legitima para 

que sus comportamientos en virtud del cumplimiento de estos deberes atenten 

contra bienes jurídicos ni del Estado, ni de los demás coasociados. 

 

Fíjese cómo el mismo Código Penal Militar considera a los soldados en prestación 

de su servicio militar como potenciales sujetos activos de delitos. El hecho de 

tener la condición de soldados en prestación de su servicio militar, al incurrir en 

una conducta punible conforme los tipos considerados, no los exime de la 

prestación a término estricto de su servicio militar obligatorio. Caso tal es lo 

contemplado para el delito de deserción en donde se establece que quienes estén 
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incorporados al servicio militar e incurran en una de las conductas descritas en el 

tipo puede incurrir en arresto de entre 6 meses a 2 años y que una vez cumplida la 

pena continuarán desempeñando el servicio militar por el tiempo que les falte96. 

Aquí no hay condescendencia de “probrecitos” por el hecho de soportar una carga 

impuesta por el Estado como es el deber del servicio militar. No es 

responsabilidad del Estado las actuaciones por fuera de la ley en que incurran los 

particulares o servidores públicos, así sea en virtud del cumplimiento de un deber 

legal; por el contrario es obligación del Estado castigar éste tipo de conductas 

cuando atenten contra bienes jurídicos establecidos en la Constitución o la ley. 
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 Véase LEY 522 DE 1999 Por el cual se expide el Código Penal Militar – “ARTÍCULO 128. DESERCIÓN. 

Incurrirá en arresto de seis (6) meses a dos (2) años, quien estando incorporado al servicio militar realice 

alguna de las siguientes conductas: 1. Se ausente sin permiso por más de cinco (5) días consecutivos del lugar 

donde preste su servicio. 2. No se presente a los superiores respectivos dentro de los cinco (5) días siguientes 

a la fecha en que se cumpla un turno de salida, una licencia, una incapacidad, un permiso o terminación de 

comisión u otro acto del servicio o en que deba presentarse por traslado. 3. Traspase sin autorización los 

límites señalados al campamento por el jefe de las tropas en operaciones militares. 4. El prisionero de guerra 

que recobre su libertad hallándose en territorio nacional y no se presente en el término previsto en los 

numerales anteriores. 5. El prisionero de guerra que recobre su libertad en territorio extranjero y no se 

presente ante cualquier autoridad consular o no regrese a la patria en el término de treinta (30) días, o 

después de haber regresado no se presente ante la autoridad militar, en el término de cinco (5) días. Los 

condenados por este delito, una vez cumplida la pena, continuarán cumpliendo el servicio militar por el 

tiempo que les falte. (…)”. 
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7. IMPLICACIONES JURÍDICAS PARA EL SOLDADO EN PRESTACION 

DEL SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO COMO DESTINATARIO DE LA 

LEY DISCIPLINARIA. 

 

 

No cabe duda que la disciplina es la condición principal para la existencia de toda 

organización castrense; dice la ley 836 de 2003 en su artículo 17 “de toda fuerza 

militar”; sin embargo tampoco cabe duda que ésta misma condición de disciplina 

está presente en todas las organizaciones, garantizando su existencia. La 

disciplina permite la eficacia de toda organización para el cumplimiento de sus 

fines. Sus bases refieren de antaño. Maquiavelo se pronuncia sobre lo esencial de 

la disciplina para los Ejércitos “(…) No cabe duda de que los hombres valerosos, 

pero desordenados, son más débiles en conjuntos que los tímidos disciplinados, 

porque la disciplina aleja  el temor y el desorden inutiliza la valentía. (…)”97. 

 

Muchas de las organizaciones han tomado elementos que constituyen la 

existencia y el mismo funcionamiento de los Ejércitos para ser aplicados en sus 

organizaciones civiles a fin que logren eficacia, a fin que cumplan sus propósitos. 

 

                                                           
97

 MAQUIAVELO NICOLAS. El Arte de la Guerra. “(…) No basta para organizar un buen Ejército tener hombres 

endurecidos en las fatigas y haberlos hechos vigorosos, ágiles y diestros; se necesita que aprendan a estar en 

filas, a obedecer las señales, los toques y las voces de los jefes, estando a pie firme, retirándose, avanzando, 

combatiendo y caminando, porque sin esta disciplina cuidadosamente observada y practicada, nunca habrá 

buen Ejército. No cabe duda de que los hombres valerosos, pero desordenados, son más débiles en conjuntos 

que los tímidos disciplinados, porque la disciplina aleja el temor y el desorden inutiliza la valentía. (…)”. 
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Las instituciones conforme la organización del Estado y de todos los Estados 

están para el servicio a la comunidad. Las Fuerzas Militares en Colombia no son la 

excepción, y para el caso de toda institución  la disciplina se convierte en un medio 

para que lo hagan de forma adecuada. Así lo menciona LORENZO COTINO 

HUESO en su disertación sobre EL MODELO CONSTITUCIONAL DE LAS 

FUERZAS ARMADAS.98 En ésta tesis doctoral además de amplios conceptos de 

disciplina como fundamentos para la existencia de Fuerzas Armadas y 

organizaciones de la sociedad, menciona además la existencia de una disciplina 

no solo institucional o al interior de las Fuerzas Militares para efectos de su normal 

funcionamiento y existencia, sino que propone la necesidad de la disciplina de la 

institución militar para con la misma Constitución y poderes democráticos 

establecidos en ella, a fin de legitimar la subordinación preexistente de las Fuerzas 

Militares.99 En nuestro modelo podríamos hablarlo como sistema de pesos y 

contrapesos. Fíjese que en nuestro Estado las Fuerzas Militares están 

subordinadas al Ejecutivo y es el Jefe de Estado y/o Presidente el Jefe Supremo 

de las Fuerzas Armadas. 

 

A pesar que se sostiene que la disciplina debe estar interiorizada en cada uno de 

los individuos que pertenecen a la institución por la conciencia de la necesidad de 

ese elemento esencial (regla especial de sujeción), sea cual fuere la postura, es el 

derecho disciplinario el instrumento para el mantenimiento de ésta disciplina. En 

nuestro caso hasta la Policía Nacional, que se supone de naturaleza civil, acoge 

conceptos radicales de códigos de disciplina100, tan similares en sus contenidos 

                                                           
98

 COTINO HUESO LORENZO, El Modelo Constitucional de Fuerzas Armadas. Universidad de Valencia – 

Universidad de la Rioja. Biblioteca Universitaria. Logroño – La Rioja – España. 2007. 

99
 Ibídem. 

100
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-024 del 27 de enero de 1994. MP. ALEJANDRO MARTÍNEZ 

CABALLERO. “(…) La Policía Nacional se distingue entonces de las Fuerzas Militares por la ausencia de 

disciplina castrense y por su naturaleza civil, lo cual implica que los inferiores son responsables de la 

ejecución de las órdenes que reciban. La Policía Nacional, como autoridad administrativa, cumple funciones 

preventivas mas no represivas, salvo cuando actúa como colaboradora de las autoridades judiciales en 

ejercicio de la función de policía judicial. (…)” 
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como los que tienen las Fuerzas Militares. No es disciplina castrense, pero es 

disciplina. No son atribuciones disciplinarias directamente relacionadas con el 

mando, pero son oficinas de control interno direccionadas por jefes con funciones 

disciplinarias, a fin del mantenimiento de la institución. 

 

La eficacia de los Ejércitos, en éste caso de las Fuerzas Militares, depende de la 

existencia de la disciplina y del derecho disciplinario con sus disposiciones legales 

como medio. Todas las personas que ingresen a las filas, en cualquier condición 

(no hablando de los civiles que coadyuvan en las labores administrativas) deben 

ser conscientes y deben sentir la especial sujeción que les impone el hecho de 

portar un uniforme. No puede haber cabos sueltos porque el resquebrajamiento de 

la institución sería inmediatamente visible y los fines a cumplir conforme lo impone 

el orden constitucional se verían afectados. 

 

La discusión frente a los soldados que prestan el servicio militar debe partir del 

deber. El deber de todo ciudadano de servir a la patria por un lado; y el deber que 

tiene todo conscripto, una vez es dado de alta dentro de la Fuerza Militar, de 

acoger todos los deberes que impone el uso del uniforme y el nuevo papel 

asumido por especial sujeción a la disciplina castrense. Por ello de aquí en 

adelante no se toca más el tema del deber de definición de servicio militar o 

servicio a la patria. 

 

Si bien es la ley 48 de 1993 la que desarrolla la obligación de la definición de la 

situación militar y el servicio militar obligatorio, como ya se dijo, existen diferentes 

modalidades e instituciones donde se puede cumplir con éste deber. Dos de las 

instituciones diferentes a lo militar donde se puede cumplir con ésta obligación 

legal es la Policía Nacional y el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 

INPEC. Pero será que el servicio que se presta como auxiliar de policía o en el 

INPEC podría denominarse “servicio militar”?. En estricto sentido no, pero cumple 

con los propósitos que llama la ley. Lo cierto es que no es lo mismo el desarrollo 
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del “servicio militar” en las Fuerzas Militares que en la Policía Nacional o en el 

INPEC. 

 

Cualquier ciudadano presto a definir su situación militar en cualquiera de las 

entidades, al momento de ser dado de alta, por especial sujeción está inmerso en 

los regímenes disciplinarios propios de la Entidad, y eso es lo que hay que 

entender. Luego se tocarán las particularidades del servicio en la Policía Nacional 

que es respecto de lo que se hará comparación. El fondo del asunto es que el 

cumplimiento de órdenes dentro de una Fuerza Militar es tan estricto y tan 

importante (sin caer en el error de la orden ilícita, ilegítima, ilógica, inoportuna, 

etc.) que incluso en el peor de los casos los perjuicios para quien las recibe es la 

muerte101 conforme desarrollo de operaciones militares o por el simple hecho de 

portar el uniforme a raíz de lo profundo e intenso del conflicto bélico; situación que 

no pasa en las otras modalidades del servicio militar en las otras instituciones. 

Fíjese que conforme la naturaleza jurídica de la Policía Nacional la obediencia 

debida no es un imperativo para justificar la responsabilidad. 102 

 

A pesar de ello ha habido mucha más claridad legal y jurisprudencial respecto de 

las responsabilidades y consecuencias de las faltas a la disciplina por parte de los 

auxiliares de policía conforme los regímenes que le han sido propios. En una 

oportunidad la Honorable Corte Constitucional se ha manifestado respecto de la 

responsabilidad disciplinaria de los auxiliares de policía (dícese aquellos jóvenes 

que se encuentra prestando su “servicio militar obligatorio” dentro de las filas de la 

Policía Nacional), donde se ha tratado que la Corporación se manifieste frente a la 

no claridad de las personas que prestan su servicio militar en las filas de las 

Fuerzas Militares y en particular dentro del Ejército Nacional. 
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 COTINO HUESO LORENZO, El Modelo Constitucional de Fuerzas Armadas. Universidad de Valencia – 

Universidad de la Rioja. Biblioteca Universitaria. Logroño – La Rioja – España. 2007. 

102
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-444 del 4 de octubre de 1995. MP. CARLOS GAVIRIA DIAZ. “(…) La 

ausencia en su seno de disciplina castrense determina que la responsabilidad de los miembros de la Policía 

Nacional, por infracción manifiesta de un precepto constitucional en detrimento de alguna persona, no 

pueda ser excusado por la obediencia debida, por cuanto no están sujetos a ella. (art. 91 C.N.) (…)”. 
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Con la expedición de la ley 1015 de 2006 se establece el Régimen Disciplinario 

para la Policía Nacional. Conforme su artículo 23103 con considerados 

destinatarios de la ley disciplinaria también a los Auxiliares de Policía que estén 

prestando “servicio militar” en la Policía Nacional, lógicamente en las faltas 

disciplinarias que a bien les sean aplicables. La situación es que los Auxiliares de 

Policía (es decir que estén prestado su “servicio militar”) son susceptibles de ser 

sancionados por faltas leves, graves y gravísimas, taxativamente consignadas 

dentro del régimen disciplinario propio, con destitución e inhabilidad general, con 

suspensión e inhabilidad especial o con amonestación escrita, específicamente 

descrito dentro del artículo 44104 de la misma ley. El fundamento de la demanda se 

basó en el desconocimiento al principio de igualdad, argumentando que “(…) 

mientras a un bachiller que presta su servicio militar obligatorio en las Fuerzas 

Militares se le puede disciplinar únicamente por incurrir en faltas leves, las cuales 

conllevan amonestación severa, formal o simple, a aquellos que se encuentren 

prestando su servicio militar en la Policía Nacional se les puede sancionar, no sólo 

por cometer este tipo de faltas, sino también por incurrir en faltas graves o 

gravísimas, las cuales comprenden sanciones de destitución, inhabilidad general 

                                                           
103

 Véase LEY 1015 DE 2006 Por el cual se expide el Régimen Disciplinario para la Policía Nacional – “(…) 

ARTÍCULO 23. DESTINATARIOS. Son destinatarios de esta ley el personal uniformado escalafonado y los 

Auxiliares de Policía que estén prestando servicio militar en la Policía Nacional; aunque se encuentren 

retirados, siempre que la falta se haya cometido en servicio activo. (…)”. (Subrayado fuera de texto). 

104
 Véase LEY 1015 DE 2006 Por el cual se expide el Régimen Disciplinario para la Policía Nacional – “(…)          

TÍTULO VII. CAPÍTULO ÚNICO. NORMAS PARA LOS AUXILIARES DE POLICÍA. ARTÍCULO. 44.- SANCIONES. Para 

las faltas gravísimas dolosas o realizadas con culpa gravísima, Destitución e  Inhabilidad  General por un 

término entre diez (10) y veinte (20) años. Para  las faltas gravísimas culposas con culpa grave  o  graves 

dolosas, Suspensión e Inhabilidad Especial entre seis (6) y doce (12) meses, sin derecho a bonificación. Para 

las faltas graves realizadas con culpa  gravísima, Suspensión e Inhabilidad Especial entre treinta y uno (31) y  

ciento ochenta (180) días, sin derecho a bonificación. Para  las faltas graves realizadas con culpa  grave,  o  

leves dolosas, Suspensión e inhabilidad Especial de uno (01)  a treinta (30) días, sin derecho a bonificación. 

Para las faltas leves culposas, Amonestación Escrita. Parágrafo.  La Suspensión en ningún caso  se  

computará  como  tiempo de servicio. Cumplida la sanción se  continuará     con la prestación del mismo. 

(…)”. (Subrayado fuera de texto). 
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hasta por 20 años, inhabilidad especial hasta por 12 meses, suspensión hasta por 

12 meses y amonestación escrita. (…)”.105 

 

El pronunciamiento de la Honorable Corte Constitucional se basó en “(…) no 

procede construir un cargo por diferencia de trato a partir de la comparación de 

diferentes regímenes jurídicos que obedecen a situaciones distintas (…)”, 

haciendo referencia a la función constitucional diferencial encomendada tanto a la 

Policía Nacional como a las Fuerzas Militares y a su naturaleza jurídica, por lo que 

el constituyente determinó en éste sentido que la ley dispusiera regímenes 

diferenciales para cada una de las Fuerzas. Por tanto las mismas condiciones en 

que se presta el servicio militar en cada una de las Fuerzas difieren notoriamente 

según se trate. Básicamente el argumento principal fue declarado como inepto por 

no realizar “(…) consideración alguna sobre las razones por las cuales el régimen 

disciplinario aplicable a quienes prestan su servicio militar obligatorio en la Policía 

Nacional pueda calificarse como desproporcionado, y, por otro, la desproporción 

entre los dos regímenes disciplinarios aplicables a quienes prestan su servicio 

militar obligatorio, según que lo hagan en la Policía Nacional o en la fuerzas 

militares, no es imputable a la disposición demandada, ni es producto de una 

decisión deliberada del legislador de establecer un trato diferente, con las 

características anotadas, sino que es atribuible a una disposición distinta a la 

demandada, que es la que establece las  sanciones aplicables a los soldados 

bachilleres y regulares en el régimen disciplinario de las fuerzas militares. (…)”. 

Cierra la Honorable Corte Constitucional con que “(…) el régimen disciplinario de 

los auxiliares bachilleres que prestan su servicio militar en la Policía Nacional, se 

estableció para evitar precisamente la lenidad que resultaba del aplicable con 

anterioridad. Para ello se consideró necesario imponer, en general, las mismas 

sanciones a todo el personal disciplinable, con la consideración conforme a la cual 

quien presta su servicio militar obligatorio en la Policía Nacional cumple una 

función de naturaleza policial y que la indisciplina y la falta de responsabilidad en 
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 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-308 del 29 de abril de 2009. MP. GABRIEL EDUARDO MENDOZA 

MARTELO. 
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la prestación del servicio militar obligatorio, había venido perjudicando seriamente 

el servicio de seguridad encomendado a la Policía Nacional y la función pública 

que se presta a través de este personal. (…)” (Subrayado fuera de texto)106, 

situación manifestada en la exposición de motivos del proyecto que dio lugar a la 

Ley 1015 de 2006, escenario final que bien podría aplicarse al caso de las Fuerzas 

Militares donde la laxitud de la ley está perjudicando la disciplina dentro de las 

Fuerzas a costa de una omisión o claridad legislativa. 

 

Más allá de la ineptitud del cargo en la demanda al artículo 44 de la Ley 1015 de 

2006, están las consideraciones del antecedente a ésta sentencia relacionada con 

el análisis de situaciones de hecho sobre dos regímenes alegando principio de 

igualdad, donde en salvamento de voto que hiciera el magistrado ALVARO 

TAFUR GALVIS en la sentencia C-421 de 2002, permite disentir sobre la distinción 

de naturaleza jurídicas y finalidades perseguidas tanto por la Policía Nacional 

como por las Fuerzas Militares, trayendo a colación un concepto denominado 

“zona gris” para efectos de hacer análisis de éste tipo de situaciones centrando su 

argumento en que ambos cuerpos hacen parte de las Fuerzas Armadas, el hecho 

común de perseguir los fines establecidos en el artículo 2 de la Constitución 

Política y los intereses comunes que las gobiernan conforme los fines de la 

función pública (Artículo 209 C.P.)107. Contexto suficiente para mencionar que la 

Corte Constitucional aplicó mal el denominado juicio de igualdad o juicio de 
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 Ibídem. 

107
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-421 del 28 de mayo de 2002. MP. ALVARO TAFUR GALVIS. 

SALVAMENTO DE VOTO. “(…) mediatamente ambas instituciones deben alcanzar el fin para el cual están 

instituidas todas las autoridades en Colombia, esto es proteger a todas las personas en su vida, honra, 

bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del 

Estado y de los particulares.(C.P. art.2°) . Además en ejercicio de su función deben estar siempre al servicio 

de los intereses generales y  llevarlas a  cabo con fundamento en los principios que gobiernan la función 

pública, cuales son los de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad. 

(C.P. art. 209) (…). 
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proporcionalidad frente al principio de igualdad108, situación a la cual se está 

totalmente de acuerdo. 

 

El aspecto de fondo no es la naturaleza jurídica o los fines perseguidos por cada 

una de las instituciones, no. Lo de fondo es la manera de encausar la disciplina 

conforme regímenes de cada una de las instituciones en virtud de la prestación del 

servicio militar. Los mismos argumentos que utiliza la Honorable Corte 

Constitucional respecto del perjuicio al servicio que causan las conductas que 

atentan contra la disciplina y que en beneficio de cada una de las instituciones y 

del mismo Estado como titular de la potestad disciplinaria deben ser sancionados 

conforme la gravedad de las conductas en particular, pueden argüirse para el caso 

de las Fuerzas Militares. Si bien se está de acuerdo en que las manifestaciones de 

la disciplina en cada una de las instituciones es diferencial, lo esencial es el 

reconocimiento de la necesidad de contrarrestar los actos que atentan contra la 

disciplina conforme regímenes que conlleven a investigaciones y sanciones 

proporcionales a la gravedad de la conducta. Se comparte la premisa universal 

sobre el tema relacionado en que un cuerpo armado sin disciplina es una horda.109 

 

Y es que la disciplina si es un interés superior, mas aun dentro de las instituciones 

armadas; tanto así que además de ser protegidas por el derecho disciplinario 

como medio para la eficacia de las instituciones, en los componentes militares y 
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 Ibídem. “(…) para establecer si una disposición legal concreta es discriminatoria, el primer presupuesto 

lógico que el juez constitucional debe  verificar es que tal disposición realmente otorgue un trato diferente a 

personas colocadas en la misma situación de hecho. Si ello efectivamente ocurre, entonces debe examinar si 

ese tratamiento desigual persigue alguna finalidad constitucionalmente importante que lo justifique, 

comprobado lo cual debe establecer si la limitación al derecho a la igualdad resulta adecuada para alcanzar 

tal finalidad. Además, para que dicha restricción sea conforme con la Constitución, se requiere que sea 

ponderada o proporcional stricto sensu. “Este paso del juicio de proporcionalidad se endereza a evaluar si, 

desde una perspectiva constitucional, la restricción de los derechos afectados es equivalente a los beneficios 

que la disposición genera. Si el daño que se produce sobre el patrimonio jurídico de los ciudadanos es 

superior al beneficio constitucional que la norma está en capacidad de lograr, entonces es desproporcionada 

y, en consecuencia, debe ser declarada inconstitucional.” (…)”. 

109
 COTINO HUESO LORENZO, El Modelo Constitucional de Fuerzas Armadas. Universidad de Valencia – 

Universidad de la Rioja. Biblioteca Universitaria. Logroño – La Rioja – España. 2007. 
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aún así en la Policía Nacional se transforma en bien jurídico protegido.110 No en 

vano conforme el Código Penal Militar se estructuran en primer orden de la parte 

especial relacionada con los delitos. 

 

Aun queda en el tintero qué pasa con los soldados en prestación de su servicio 

militar obligatorio que incurran en conductas graves y/o gravísimas. Cómo se les 

sanciona?. Ésta misma inquietud tubo la Corte en su momento111, pero no la 

resolvió ni la determinó. 

 

Será que todas éstas consideraciones fueron tenidas en cuenta en el proceso 

legislativo de la ley 836 de 2003?. Al parecer no. El proyecto de ley presentado por 

el señor GUSTAVO BELL LEMUS, como Vicepresidente de la República y Ministro 

de la Defensa Nacional, como consecuencia de la declaratoria de inexequibilidad 

que la Corte Constitucional hiciera del Decreto 1797 de 2000, con radicado en la 

Cámara de Representantes 166 de 2001 y en Senado 161 de 2002, contenía el 

numeral 3 en el artículo 60, disposición que mencionaba “(…) 3. Prolongación del 

Servicio Militar Obligatorio: Consiste en prorrogar la permanencia del soldado en 

las filas militares por un tiempo que no sobrepase el establecido por la ley o 

normas de reclutamiento. (…)”112, situación que consideraba la prolongación del 

servicio militar como una especia de sanción, propio lógicamente del hecho que un 

soldado en prestación en servicio militar incurriera en una falta gravísima o grave 

como se indicaba más adelante en el artículo 61 “(…) 3. Prolongación del servicio 

                                                           
110

 Véase LEY 522 DE 1999 Por el cual se expide el Código Penal Militar – “TÍTULO PRIMERO. DELITOS 

CONTRA LA DISCIPLINA”. 

111
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-308 del 29 de abril de 2009. MP. GABRIEL EDUARDO MENDOZA 

MARTELO. “(…) O se entiende que, dado el tenor literal de la norma, los soldados bachilleres y ordinarios sólo 

pueden ser sancionados por faltas leves, y quedarían en la impunidad las infracciones que constituyan faltas 

graves o gravísimas; o, de manera alternativa, debe entenderse que, tratándose de soldados bachilleres y 

regulares, para todas las modalidades de falta, cabe aplicar únicamente la sanción de reprensión, lo cual 

plantea un problema por la eventual ausencia  de correspondencia entre la sanción y la gravedad de la falta. 

(…)”. 

112
 GACETA DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA NÚMERO 568 DE 2002. PONENCIA SEGUNDO DEBATE EN 

CÁMARA DE REPRESENTANTES. 
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militar obligatorio hasta por 90 días: Se aplicará a soldados regulares o bachilleres 

cuando incurran en faltas gravísimas o graves. (…)”113 (Subrayado fuera de texto). 

Estas consideraciones se mantuvieron hasta cuando el proyecto de ley se 

presenta a primer debate en comisión del Senado de la República. Siempre 

durante el trámite legislativo se consideró la separación absoluta y la suspensión 

para soldados voluntarios y/o profesionales; de tal manera que existía éste tipo de 

sanción para los soldados en prestación del servicio militar. No obstante, cuando 

se efectúa el segundo debate en el Senado o discusión en plenaria en el Senado, 

se determina por parte de la honorable Senadora CLAUDIA BLUM la exclusión del 

numeral 3 del artículo 60 y consecuencialmente del mismo numeral en el artículo 

61, sin más explicación que la “aquiescencia de la Ministra de la Defensa” 

MARTHA LUCIA RAMIREZ.114. No se menciona argumento alguno, ni amerita 

aclaración de los numerales anteriores y siguientes al que consignaba éste tipo de 

sanción, con el fin de considerar también a los soldados en prestación de su 

servicio militar en los demás tipos de sanciones. De tal manera que el proyecto de 

ley fue tramitado y sancionado de ésta manera y esa es la explicación para que se 

genere la duda de si se aplica o no el reglamento del Régimen Disciplinario para 

las Fuerzas Militares (Ley 836 de 2003) a los soldados en prestación de su 

servicio militar. Es muy posible que ni siquiera la Honorable Corte Constitucional 

haya considerado los antecedentes y motivos de la ley 836 de 2003 para efectos 

de paliar la controversia que se ha suscitado en torno al tema, asunto que se 

presentó por mera falta de técnica legislativa, por cuanto si en el trámite se 

vislumbró la eliminación de un numeral que contenía un asunto exclusivo, tendría 

que haberse observado la necesidad de aclaración de los demás como 

consecuencia de la determinación. 

 

                                                           
113

 GACETA DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA NÚMERO 204 DE 2003. PONENCIA PRIMER DEBATE EN 

SENADO DE LA REPÚBLICA. 

114
  GACETA DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA NÚMERO 272 DE 2003. PONENCIA SEGUNDO DEBATE EN 

SENADO DE LA REPÚBLICA. “(…)a) La honorable Senadora Blum propuso excluir el numeral 3, referente a la 

prolongación del servicio militar obligatorio hasta por 90 días, eliminación que fue aprobada con la 

aquiescencia de la Ministra de Defensa;(…)”. 



 
74  

Pues bien, cabe la posibilidad que atendiendo el argumento de vacío legal es 

menester que el órgano legislativo se manifieste y establezca normas como las 

tiene el régimen disciplinario para la Policía Nacional. De otro lado en caso tal y 

conforme las normas que hoy en día subsisten, es posible que: 

 

Conforme la complementariedad que define la ley 734 de 2002 como régimen 

general disciplinario para efectos de las faltas relacionadas con infracciones al 

Derecho Internacional Humanitario y violaciones a los derechos humanos, es 

perfectamente viable que los soldados en prestación de su servicio militar 

obligatorio sean investigados y sancionados conforme las normas establecidas, 

sin ningún problema, ya sea por aplicación directa respecto de la organización de 

las Fuerzas Militares (funcionarios con atribuciones disciplinarias) o por asunción 

de competencia de la Procuraduría General de la Nación. 

 

La otra situación es que el reglamento del Régimen Disciplinario para las Fuerzas 

Militares es perfectamente aplicable en toda su parte sustantiva a cualquier tipo de 

falta relacionada en su contenido. Para efectos de sanciones no es descabellado 

que pueda emplearse cualquiera de las sanciones establecidas en el artículo 61 

de la ley 836 de 2003. 

 

Para faltas consideradas como gravísimas dolosas supone la separación absoluta 

de las Fuerzas Militares, es decir la interrupción definitiva del servicio militar 

obligatorio, generando la desvinculación inmediata del soldado que presta su 

servicio militar (baja) y la consecuente aplicación de la inhabilidad.  

 

Para faltas consideradas como graves o gravísimas pero a título de culpa debe 

suponerse la suspensión como sanción hasta por los 90 días que consigna le ley, 

es decir una interrupción temporal de su servicio militar, situación en la cual al 

término de la culminación de la sanción se deberá continuar con la prestación de 

su servicio militar obligatorio. En éste punto lógicamente el término de la sanción 

no es computable con el tiempo de su servicio militar. Consecuentemente con ello 
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como sanción accesoria debe ser considerada la inhabilidad. De otro lado puede 

considerarse que en dicho término de la suspensión como sanción a la falta 

disciplinaria, el soldado en prestación de su servicio militar continúe dentro de los 

cuarteles o simplemente sea desacuartelado por el tiempo que dure la sanción de 

suspensión, sumándole el tiempo de la suspensión a dicho término, y 

argumentándose necesidad en el servicio, como bien pasa en mucho de los 

contingentes en los cuales se prorroga la prestación del servicio militar obligatorio. 

 

No puede predicarse la exoneración del deber legal (servicio militar) para efectos 

de los sancionados por cuanto en éste punto corresponde efectuar una 

ponderación conforme el beneficio para el Estado como titular de la potestad 

disciplinaria. No puede argumentarse mantener una persona dentro de las filas de 

las instituciones castrenses a sabiendas que ha atentado gravemente contra la 

disciplina y que la permanencia del mismo dentro del cuartel supone un riesgo 

inminente para la misma institución. 

 

Lógicamente, si es obligatorio del Estado definir la situación militar de todo 

ciudadano, y en caso tal que un soldado en prestación de su servicio militar 

incurra en una falta gravísima, conforme las reglas que componen dicha 

prestación, debe otorgársele la libreta militar sea cual fuere el término que haya 

durado, pero en caso tal no se le brindará tarjeta de conducta. Ésta se ve 

directamente afectada con la imposición de la sanción disciplinaria. 

 

Ahora bien, para efectos de las personas que puedan ser sancionadas por faltas 

graves y/o gravísimas y éste pronunciamiento se dé luego del término de su 

servicio militar, dichas sanciones no pueden ser consideradas como ineficaces, ya 

que para ello existen las inhabilidades como sanciones accesorias que cumplen 

los fines del derecho sancionatorio; así la separación absoluta o la suspensión no 

pueda materializarse físicamente. 
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El problema de fondo no es quién tenga competencia para efectos de adelantar 

investigaciones y/o aplicar sanciones conforme ley 836 de 2003. Puede avocarse 

dicho conocimiento la Procuraduría General de la Nación como máximo órgano 

rector en materia disciplinaria, o los mismos funcionarios con atribuciones 

disciplinarios que contempla la ley 836 de 2003. Lo importante es que las 

conductas atentatorias contra la disciplina en las Fuerzas Militares no queden en 

la impunidad y afecten de manera grave la disciplina de la Fuerza. 

 

De otro lado, conforme la preocupación representada en impunidad para éste tipo 

de faltas, porqué no considerar la multa como un tipo de sanción accesoria, 

situación contemplada en la ley 734 de 2002. Claro está que ésta solución es 

mucho más distante de las soluciones jurídicas al caso. 

 

No habría complicación alguna en lo relacionado con soldados en prestación de su 

servicio militar cuando incurran en conductas que puedan ser consideradas como 

faltas leves, puesto que en esto no se basa la discusión, tema que por aplicación 

directa de la ley sin lugar a interpretaciones ya está solucionado.  

 

Con todo lo argumentado se considera que se violaría el principio de la legalidad 

de las penas. No, puesto que todo lo expuesto se encuentra plasmado dentro del 

reglamento del Régimen Disciplinario para Fuerzas Militares. El problema es que a 

ultranza se ha tratado de darle una aplicación restrictiva a las normas, arguyendo 

ligerezas en la técnica legislativa generadora del régimen disciplinario en mención. 

 

De ésta manera se puede superar los supuestos vacíos que trae consigo la norma 

en pro del mantenimiento de la disciplina dentro de las Fuerzas Militares, 

materializando la potestad disciplinaria con la que cuenta el Estado y utilizando el 

derecho disciplinario como medio para lograr la eficacia en el cumplimiento de los 

fines de las Fuerzas Militares. 
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